Universidad Nacional de Córdoba 


Facultad de Ciencias Sociales 


Abriendo caminos al 
reconocimiento 


y problematización de la 
cuestión Socio — ambiental: 


¿Un nuevo desafío para el 
Trabajo Social”? 


Una reconstrucción del proceso de intervención pre profesional en y con 
el territorio de Eco Tierra 


D.N.1:38.799.922 
Equipo docente: Sánchez. M. Constanza 
Lic. García. E. Paola Lic. Meirovich DNI: 38. 413.113 
Valeria Lic. Gaitán Paula 
Autores: 


Sáez. L. Mai 
dE Córdoba, 2019 


Agradecimientos 


Queremos hacer extensivo nuestro agradecimiento a todas aquellas personas, que de una u otra 


manera, acompañaron y construyeron este tan lindo andar... 


En primer lugar a les vecines del territorio Eco Tierra, quienes compartieron su tiempo y saberes 
para la realización de la siguientes tesina. Sin la presencia de sus voces no hubiese sido posible la 
construcción de un conocimiento pluralista, capaz de demostrar la realidad que les rodea; aquella 
que los gobiernos ocultan en pos de resguardar los intereses de unes poques. Esperamos que 
dicha producción se constituya en un aporte significativo para la lucha, la conquista de 


derechos y la liberación de conciencias. 


También queremos agradecer al Centro de Salud n°90 de barrio Ituizangó Anexo por abrirnos 


las puertas para la realización de nuestro proceso de intervención, a le trabajadore social quien 


nos transmitió su experiencia en el abordaje de la salud desde una mirada integral capaz de 


comprender las significaciones y necesidades de la población. 


A la Facultad de Ciencias Sociales y a les profesionales que nos formaron en el transcurso de la 
carreara de grado, quienes contribuyeron a iniciarnos en este proceso de reflexión y 
cuestionamiento de lo dado. Proceso importantísimo para la construcción de una mirada crítica y 


transformadora de la realidad. 


A la Universidad Nacional de Córdoba que nos enseñó a defender la educación pública, gratuita 
y laica. Educación, que continuaremos apoyando hasta alcanzar una sociedad más igualitaria e 


inclusiva. 


Y finalmente a nuestra familia, amigues y compañeres que nos acompañaron y apoyaron durante 


nuestro caminar. 


A todes elles nuestro más sincero cariño... 
La dulce espera de la obrera 


Como dejo de caminar si el caminó no termina 
como dejo de pensar si mis pensamientos no se detienen 
como dejó de sentir si los sentimientos están a flor de 
piel las voces perturban las reflexiones de mi vida 
quiero oír muchas voces de amor y callaran muchas voces sin sentido 
quiero ver al pueblo volar a la cima de la libertad 
quiero ver como se rompen las cadenas que les oprime los pensamientos, 
grito justicia, grito paz, grito amor 
los descalzados hieren sus pies, 
los descamisados lloran su dolor 
la bestia hiere las manos de la obrera cansada 


que hace todos los días la dulce espera de sus sueños 


gastados. 


Anónimo 


Índice 


¿Poór qué usamos la E? o ao o e e De o 1 
IM UCA. A A a o o DO 4 
Capítulo 1: La complejidad de la cuestión socio-ambiental .......oonoonnnnnncnncninnnnnocononccanncinnnnns 8 
1.1La incidencia del proceso de modernización en el conocimiento CientífiCO.....oooonccnciin.n...... 8 
1.2 Definiendo nuestro posicionamiento sobre la cuestión socio- ambiental....oooonnoninn......... 11 
Capítulo 2: Los escenarios del proceso de intervención .......ooonooncnnnnconnoncccoonccononcconnnccnnnccnnnnos 17 
2.1 Escenario territorial: el territorio como campo de diSpUta....ooonccnnccnoncconcnnonnconncconacannninnno 17 
2.1.1 Años previos a la urbanización de Eco TlélTA...oooonnnconiccnoocnconnconnoconoconnnnnncconnccnnocnnncnnn nos 17 
2.1.2 Inicios de urbanización hasta la actualidad ....oooonnconccnicinccnccnnnconcnononancnnnnnncnn cono nnnonononos 27 
2.tEscéenanonstitücional erise eerren A 33 
2.1.1 Centro de Salud n°90 y la Atención Primaria de la Salud ...ooooonnonnnniconcinocincccoconaccnncnnnos 33 
2:1:2 Demanda Institucion ini a 47 
Capítulo 3: La cabeza piensa donde los pies pisan ......ooo.ooocnnnoconnnoccccoocccnonccononcnononcnonncconnnnnos 67 
3.1 Construyendo el objeto de intervención ...........sssessssessesseeseessessssressesstssresseesesseesseesreseessee 67 3.2 
Definiendo teórica y epistemológicamente la estrategia de intervención... 773.3 A 
modo de cierre: Jornada con y por Eco TlelTA...ooooonnccnnncononcconnnonnnconncconocono nono cono ncconccnnno 84 Para 
seguir reflexionando... iii editada 90 
ROCAS A E Di 95 
o UED A II SEEE 101 
1.1 Imágenes de la Gere erenciaCiN o 101 1.2 
Instrumento de relevamiento 2018 iii bs 102 


¿Por qué usamos la E? 


El contexto actual se encuentra marcado por grandes luchas feministas, que alcanzan 
diversos ámbitos de la vida social, incluso aquellos que se nos han presentado durante mucho 
tiempo como privados o sagrados. Se busca con ello la transformación y empoderamiento de 
mujeres y disidencias, quienes históricamente fueron excluides e invisibilizades por el sistema 
capitalista - patriarcal que domina en nuestras sociedades, y que pone como identidad general al 
hombre masculino- blanco- heterosexual. 

El patriarcado se instaló con tanta fuerza, que todavía nos cuesta erradicarlo, incluso a 
quienes nos encontramos en una posición que lo critica constantemente. Pero si el deseo es 
construir una sociedad igualitaria, justa y libre de violencias, es necesario poner en tensión las 


formas habituales con las que utilizamos nuestro lenguaje y apostar a la utilización de uno que 


incluya la diversidad de expresiones sexo genéricas. Contribuyendo así no solo a la visibilización, 
sino también a la dignificación de cada une. 

Entendemos que el lenguaje no refiere a un hecho biológico ni natural, sino más bien, se 
trata de una construcción social y cultural de la cual somos parte, y es en ese sentido que apuntamos 
a generar movimientos en la utilización cotidiana del mismo, puesto que este reproduce el orden 
establecido e impuesto por el patriarcado. 

Meana Suarez (s.f.) plantea que “todo lo que es cultura es añadido y, por tanto, modificable 
por la voluntad de las personas, podemos alterarlo ya que al retocar la lengua se retoca la 


mentalidad y retocando la mentalidad se retoca la conducta” (s.p). 


Es necesario que la sociedad avance en la reflexión y problematización del lenguaje 
oficial, puesto que este no solo nos permite transmitir lo que pensamos, sino que también refuerza 
los estereotipos que se han marcado a lo largo de la historia según el género de cada persona. 

De esta manera, la lucha por lograr una sociedad más justa e igualitaria, nos interpela desde 
lo personal, por reconocernos como mujeres; y en lo profesional, por considerar que Trabajo 
Social, al ser una disciplina que dirige su intervención al abordaje de la reproducción cotidiana de 
les sujetes, no puede dejar de generar debates, discusiones, reflexiones y desnaturalización en torno 
a las prácticas que se encuentran sumamente atravesadas por este modelo de dominación, más bien 


conocido como sistema capitalista patriarcal. 
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El uso innecesario o abusivo del masculino genérico es un obstáculo a la igualdad de 


género, frente a ello Meana Suarez (s.f.) plantea que: 
Los efectos que producen en la lengua el sexismo y el androcentrismo se podrían agrupar en 
dos fenómenos. Por un lado el silencio sobre la existencia de las mujeres —y disidencias-, la 
invisibilidad, el ocultamiento, la exclusión. Por otro la expresión del desprecio, del odio, de la 
consideración de las mujeres —y disidencias- como subalternas, como sujetos de segunda 


categoría, como subordinadas o dependientes de los varones. (s.p) 


Por lo tanto, en la escritura de la presente tesina, proponemos un lenguaje igualitario y no 
excluyente que otorgue el mismo grado de protagonismo a varones, mujeres y disidencias, sin 
relegar a estes ultimes a una posición secundaria y subordinada. Deseamos abrir caminos a la 
construcción de un conocimiento científico democrático, libre y pluralista. Para ello intentamos 
recurrir a la utilización de la letra e como alternativa para representar a toda la población. En caso 
de existir palabras que marquen algún tipo de desigualdad genérica, queremos aclarar desde ya, no 


fue voluntariamente. 
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Introducción 


La siguiente tesina se encuadra en el quinto año de la Lic. Trabajo Social de la Facultad de 
Ciencias Sociales de la Universidad Nacional de Córdoba. Enmarcada en el Plan de Estudios de 
la misma es que: 

Se pretende que en un espacio social particular (institucional y/o comunitario), se proponga, 
desarrolle y sistematice una estrategia de intervención fundada, que recupere aprendizajes 
teóricos-metodológicos adquiridos durante la formación previa, y que se constituya en objeto 
de reflexión y fundamentación teórica desde el campo de la teoría social. (Plan de Estudios de 
la Lic. en Trabajo Social UNC, 2004) 


Esta sistematización propone una reflexión teórica, metodológica, ética y política sobre la 
experiencia de intervención llevada adelante en el año 2018 a partir de la demanda realizada por el 
Servicio Social del Centro de Salud n°90 ubicado en barrio Ituzaingó Anexo de la ciudad de 
Córdoba. El encargo consistió en una vigilancia epidemiológica sobre la situación socio sanitaria 
de las familias del territorio vecino denominado Eco Tierra, con el objetivo de obtener información 
acerca de las condiciones de vida, tanto de tipo material como simbólicas, a fin de poder pensar 
estrategias de intervención vinculadas a las necesidades presentes en dicho lugar. 

Eco Tierra, tiene sus inicios de urbanización a partir del año 2012, existiendo en la 
actualidad más de 700 familias asentadas en tierras que, previo al desarrollo inmobiliario, fueron 
utilizadas para el cultivo de soja que se caracterizó por ser agroquímico dependiente. Dicho 
emprendimiento tuvo su declive debido a la denuncia de una organización barrial del territorio 
colindante donde se ubica el Centro de Salud n°90. La misma tiene como principal actor colectivo 
a la organización Madres de Ituzaingó Anexo, la cual reivindicó que el uso no controlado de dichos 
químicos había afectado negativamente al suelo, las aguas y napas. Situación que ocasionó grandes 
repercusiones en el ambiente y la salud de las personas. 

A partir de dicha movilización se introdujo la problemática socio ambiental ligada a 
agrotoxicos en la agenda de gobierno cordobés. Se propusieron como flujo de solución, diferentes 
medidas reparatorias expresadas en el Plan de Acción de Ituzaingó Anexo, como así también 


normativas municipales, como la Ordenanza 10.505 que declara al barrio como zona de 
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emergencia sanitaria, y también la Ordenanza 10.590 que limitó el uso de agroquímicos en el 


campo. 


Esta última ordenanza junto con otros procesos judiciales dieron lugar a la posterior venta 


de las tierras a la empresa inmobiliaria denominada Eco TierraS.A. El pago de las mismas se realizó 
a partir de un crédito hipotecario que hasta el día de hoy se encuentra en mora, figurando todavía 
las tierras como zona rural de propiedad privada. Dicha irregularidad del pago limita que la 
Dirección de Catastro Municipal lleve adelante el proceso de cambio de uso de suelo —de rural a 
urbano-, lo cual daría paso a la reconfiguración del territorio como barrio. 

La falta de pago de los terrenos por parte de la inmobiliaria puso en riesgo las tierras y 
viviendas; en la actualidad esta situación se convierte en la principal preocupación de quienes 
habitan el territorio, puesto que a nivel judicial se está a la espera de la respuesta del juez, quien 
podría declarar el remate de las mismas, quedando así más de 700 familias sin sus terrenos y 
viviendas. 

La problemática socio-ambiental es un tema que se abrió al debate público y estatal 
recientemente, por lo tanto, poco ha sido estudiado por las ciencias sociales; esta es la razón por la 
cual consideramos el abordaje de dicho campo como desafío para el Trabajo Social, sobre todo 
considerando que la cuestión socio-ambiental, históricamente fue apropiada como campo de 
estudio de las ciencias experimentales, específicamente de la ecología tradicional. A partir de los 
aportes propios de nuestra disciplina y de las ciencias sociales en general, construimos 
posicionamientos teóricos-políticos, apostando a perspectivas críticas y transformadoras que 
rompan con la mirada hegemónica y antropocentrista impuesta en la sociedad acerca de la manera 
de concebir al ambiente, concepción proveniente de paradigmas científicos desarrollistas propios 
del sistema capitalista — extractivista. 

En esta línea queremos repensar al ambiente desde una perspectiva integral y 
multidimensional, reflejando además el carácter político del mismo. Es decir, que permita advertir 
cómo la circulación de determinados intereses, miradas, paradigmas y modelos de políticas 
públicas de gobiernos tanto nacionales, como provinciales y municipales contribuyeron a que la 
cuestión socio-ambiental se convierta, en la actualidad, en un tema invisibilizado dentro del 
territorio en el cual desarrollamos nuestras prácticas. 

Con el fin de avanzar en la problematización de la cuestión socio-ambiental, desde 


nuestras prácticas realizamos un trabajo de intervención dirigido al abordaje de las condiciones 
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materiales y simbólicas de las familias y del territorio. Denominamos al mismo como diagnóstico 


participativo, el cual consistió en la construcción de un conocimiento colectivo que incorporó las 
voces y vivencias propias de les sujetes que habitan el territorio. Fomentando siempre una 
participación que impulsara la implicancia activa de la comunidad en todo el proceso de 


intervención. 


Esto último se tornó un desafío al momento de poner nuestros propios límites en las tomas 


de decisiones, puesto que debíamos estar dispuestes a propiciar espacios que respeten y acompañen 
los procesos territoriales, reconociendo la diversidad de saberes que se ponen en juego en relación 
al ambiente y el territorio en Eco Tierra. 

El trabajo colectivo nos permitió dilucidar la estructura de las necesidades de la comunidad. 
Se pudo reconocer que las prioridades que les sujetes establecen en la actualidad como urgencia, 
están vinculadas, en primer lugar, a la problemática habitacional sobre la tenencia de las escrituras 
de los terrenos, lo cual conlleva a una situación de riesgo de pérdida de los mismos y a una serie 
de vulneración de derechos; quedando así desplazada la problemática asociada a la contaminación 


ambiental del territorio. 


En este marco, a partir de esta tesina se propone sistematizar cómo desde nuestra 
intervención hemos construido estrategias que posibilitaron la apertura al cuestionamiento de la 
problemática sobre la contaminación ambiental, a partir de la generación de espacios participativos 
que abrieron paso a la discusión y problematización de la misma. 

En el primer capítulo, explicaremos la importancia de un abordaje socio-ambiental desde 
el Trabajo Social. El estudio del ambiente estuvo reducido durante mucho tiempo al campo de las 
ciencias naturales, las cuales aún hoy son consideradas como el único modelo de explicación 
científico, viable y legítimo. Nuestra disciplina tiene la responsabilidad de construir marcos 
teóricos contra hegemónicos, que transformen aquello que se presenta como dado. 

Nos remitiremos a la constitución de la problemática como parte de la cuestión social, 
entendiéndola desde los aportes provenientes de la ecología política y de la complejidad, en 
contraposición a una perspectiva desarrollista y reduccionista. 

En el segundo capítulo, abordaremos la historia, caracterización y análisis macro político 
que repercute en el escenario territorial. De este modo, incluiremos un estudio acerca de las 


consecuencias que tiene el modelo extractivista- capitalista en territorios que son tomados como 
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sacrificables y que por lo tanto son explotados con un fin meramente económico, con muy pocos 


beneficiaries. 

A pesar de que este sistema aglutina una diversidad de productividades, la presente tesina 
realiza un recorte en concordancia a la coyuntura que atraviesa el territorio desde donde nos 
insertamos. De esta manera, se direcciona el análisis particularmente a la problemática proveniente 
del monocultivo de soja que desde la década del 90, a partir de la introducción de un paquete 
tecnológico, se constituyó en agroquímico dependiente. 

La introducción del paquete tecnológico en nuestro país incidió en la salud de las personas 


expuestas a los contaminantes, siendo un claro ejemplo de ello el barrio Ituzaingó Anexo, territorio 


afectado por la contaminación de las tierras colindantes donde se asienta actualmente Eco Tierra 
y que con anterioridad fue utilizado para el monocultivo de soja. 

En este capítulo, además se abordará la relación existente entre salud y ambiente, a partir 
de los aportes del enfoque de la integralidad, el cual nos permitirá realizar un análisis del escenario 
institucional. Con el fin de esclarecer la importancia de dicha relación mencionaremos algunos de 
los antecedentes existentes en la institución en relación al abordaje de la cuestión socio ambiental 
y sus impactos en el barrio. Para ello nos remitiremos a algunos de los principios incluidos en la 
estrategia de Atención Primaria de la Salud (APS), los cuales más tarde fueron desplazados por la 
mirada reduccionista con las que se construyen las políticas de salud de nuestro país. 

En un tercer capítulo se proseguirá con el reconocimiento de les sujetes de intervención, es 
decir las familias de Eco Tierra, como así también con sus necesidades para dar paso a la 
reconstrucción del objeto de intervención: obstáculos que se presentaban en el proceso de 
problematización de la cuestión socio- ambiental de las familias de Eco Tierra. A partir de ello se 
avanzará en la reconstrucción y análisis de la estrategia de intervención pre profesional, que 
incluye como actor clave a la Asociación Civil de Barrio Eco Tierra (A.C.B.E.T.) constituida 
recientemente a partir de la problemática habitacional. 

Por último, a modo de reflexión se realizarán aproximaciones finales, que lejos de concluir 
el proceso de problematización de cuestión socio- ambiental de Eco Tierra, buscará desafiar desde 
allí tanto a las ciencias sociales como al Trabajo Social en particular, para que marquen huella en 


este camino que tanto falta andar y desandar. 
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"América latina se fue fabricando como algo desplazado de la modernidad, un 


desplazamiento que asumieron los intelectuales y estadistas latinoamericanos, y se 
esforzaron por ser “modernos”, como si la “modernidad” fuera un punto de llegada 


y no la justificación de la colonialidad del poder." 


Walter Mignolo 


8 
Capítulo 1: La complejidad de la cuestión socio-ambiental 


1.1La incidencia del proceso de modernización en el conocimiento científico El abordaje de la 
temática socio-ambiental desde el campo específico del Trabajo Social, resulta ser un tema 
novedoso del cual existe escasa producción teórica. Consideramos que esta limitación merece ser 
analizada, puesto que la ecología tradicional se apropió del estudio sobre las cuestiones 
ambientales y las ciencias sociales poco contribuyeron a la causa. Estamos segures que asumir 
una interpretación naturalista significa ignorar el carácter político que atraviesa al ambiente, 
aceptándolo como una cuestión meramente biologicista, cuando en realidad se trata de un campo 
histórico complejo e integral, que abarca dimensiones culturales, económicas, políticas y 
sociales. 

La manera hegemónica de entender al ambiente se encuentra impregnada de intereses 
políticos y económicos que representan a la Modernidad, la cual, siguiendo lo planteado por Bozza 
(2015), se encuentra ejemplificada por los países del norte como Estados Unidos, que consolidaron 
las bases para imponer en el resto del mundo un modelo de desarrollo social y político sustentado 
en lógicas meramente economicistas, fundado en una racionalidad instrumental, mercantilista y 
tecnológica, al cual debían ajustarse los países del sur. 

Para la aprehensión de este modelo hegemónico y en pos de ocultar la violencia que traía 
consigo, la modernización implantó un discurso basado en los pilares de la libertad y la igualdad. 
Esta igualdad se fundamenta en la afirmación de que todes por el simple hecho de ser personas 
tenemos derechos humanos, más allá del sector social, la raza y/o el género. Esta situación 
representó un gran avance frente al absolutismo monárquico que se instaló luego de los procesos 
conquistadores. Por otra parte, la libertad se relaciona con la posibilidad de las personas de decidir 
cómo ganarse económicamente la vida, es decir supone una liberación de la esclavitud. 

Sin embargo, el capitalismo tiene una doble cara, pues se trata de un sistema que fomenta 
la división desigual de la sociedad. Considerando los aportes de la teoría marxista, extraídos de la 
obra El Capital (Marx, 1867), se pueden distinguir dos sectores en la estructura social que 
funcionan como base del sistema: les capitalistas y les trabajadores. Les primeres son les 
poseedores de los medios de producción, mientras que les segundes, a pesar de que en términos 
jurídicos sean considerades como personas libres, deben vender su fuerza de trabajo para 
reproducirse. En esta relación los sectores capitalistas propagan la explotación de la humanidad, 
puesto que se apropian de la plusvalía creada por el trabajo que no es retribuido a les obreres. 
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Tomando estos aportes podemos realizar un análisis macro global desde la teoría de la 

dependencia, la cual surge en la década del 60 impulsada por el economista argentino Prebish y la 


CEPAL. Ésta misma emerge como respuesta a la idea del desarrollo y nos permite evaluar la 


naturaleza de la división desigual del mundo entre países del norte, considerados desarrollados, y 
países del sur, denominados subdesarrollados. 

Dicho enfoque parte de la dualidad centro-periferia para exponer que los estados 
latinoamericanos se encuentran perjudicados por la lógica de la economía mundial, ya que se les 
ha asignado un rol periférico de producción de materias primas a partir de la explotación de la 
naturaleza, siendo ésta misma exportada con un bajo valor económico. Son los países centrales 
quienes toman las decisiones fundamentales y los productores de bienes industriales a los cuales 
se les asigna un alto valor agregado que luego son vendidos a nuestros pueblos a un precio aún 
mayor. 

Prebisch (como se citó en Pérez Caldentey, Sunkel y Torres Olivos, s.f.) sostenía que 
“América Latina carecía de una auténtica autonomía y que su evolución y desarrollo económicos 
dependían de factores externos y de manera más precisa de los acontecimientos y políticas de los 
países desarrollados”(p.6). 

De esta manera, a partir de la subordinación de la producción y en relación a las necesidades 
de les desarrollistas, los países latinoamericanos se insertaron en la economía mundial 
eliminándose con ello las productividades y saberes locales. Esta organización claramente 
responde a los intereses de les grandes capitalistas, ya que al poseer éstes los medios de producción 
y al encontrar en el continente latinoamericano la riqueza de materias primas, configuraron un 
modelo de explotación humana pero también de la naturaleza. En este sentido: 

El hallazgo de la naturaleza americana se erige, así como el pilar fundacional de ese proceso y 
la condición de posibilidad misma del capitalismo como tal. Desde entonces hasta el presente, 
ininterrumpidamente, la “riqueza” de la naturaleza americana (y de las zonas coloniales, en 
general) se constituirá en la materia prima de la acumulación capitalista global; proveerá las 
bases materiales y simbólicas de la producción capitalista de la naturaleza y de la configuración 


de la naturaleza como objeto colonial del capital. (Aráoz, 2016,s.p.) 


Dicha configuración social, política, económica y cultural conduce a concebir al ambiente 
desde la lógica hegemónica del mercado. Así, se lo entiende como objeto externo a la sociedad y 


reducido a bienes económicos de conquista y explotación al servicio de les humanes. 
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Por consiguiente, la concepción de que los recursos naturales pueden ser explotados a gran escala, 


inauguró la lógica de acumulación propia del sistema capitalista. Esta lógica apuesta al crecimiento 
económico como principal objetivo, pone en marcha un sistema denominado extractivista que, 
“habitualmente se refiere bajo esa nominación a aquel modelo productivo socioeconómico que se 
basa en la explotación de bienes comunes naturales que, sin ningún procesamiento o con alguno 


poco significativo, son apropiados privadamente y vendidos en el mercado mundial” (Seoane, 


2012,s.p.). 

Sin embargo y en concordancia con lo que venimos expresando, no se puede reducir el 
extractivismo meramente a la explotación de la naturaleza, sino que se refiere a un patrón de poder 
que organiza y controla el orden social, influyendo desigualmente en los países donde se instala. 
Aráoz (2017), en relación a ello propone que: 

El extractivismo funciona como dispositivo clave de reproducción de nuestra integración 
subordinada al sistema-mundo; está en el meollo mismo de la dialéctica de la dependencia. Esto 
significa que, en nuestras sociedades, la expansión del crecimiento económico va 
insoslayablemente aparejado a la profundización de la dependencia y a la intensificación de los 


mecanismos estructurales de expropiación. (s.p) 


Con motivo de alcanzar el progreso y desarrollo económico y tecnológico, los países 
latinoamericanos se apropiaron de la concepción de ambiente y naturaleza propuesta por las 
ciencias naturales. Dichas nociones no estuvieron ajenas al proceso de modernización, puesto que 
éste tenía como característica instalar con fuerzas una visión del mundo y de la realidad desde una 
posición antropocéntrica, en la cual se colocó a la humanidad como centro del universo y se le 
otorgó la capacidad de poner sus intereses por encima de cualquier otra cosa, incluyendo aquí a la 
naturaleza!. 

Asumir la idea de que el mundo gira alrededor de la humanidad significó una 
reorganización del conocimiento que se desarrolló durante los siglos XVI y XVII con la revolución 
científica; momento en que las definiciones acerca de la vida, del mundo y de la realidad tomaron 
un rumbo distinto. 

En concreto, el conocimiento medieval propuesto por la metafísica, como también los 


saberes propios de las culturas debían ser superados, ya que se tornaba necesario construir un 


¡Cuando se habla de ambiente, conceptualmente siempre se refiere a la intersección de la sociedad y naturaleza. 
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conocimiento moderno que tenga como sustento a la razón humana. Así mismo se debían alcanzar 


explicaciones sobre hechos observables, capaces de ser corroborados a partir de la experimentación 
basada en el modelo positivista de la ciencia clásica. Por lo tanto, afirmamos que la predominancia 
de las ciencias naturales en lo referido al ambiente no es ahistórico, sino que es producto de la 
configuración misma del conocimiento científico que está estrechamente ligado a la idea 
antropocéntrica del mundo, el cual es subyacente al capitalismo extractivista. 

El hecho de que los conocimientos provenientes de las ciencias naturales sean tomados 
como los únicos y verdaderos, recorta el campo de intervención de las ciencias sociales y reproduce 


las lógicas economicistas provenientes del sistema capitalista que beneficia a aquellos sectores 


relacionados a ciertos negocios considerados fructíferos, en lugar de dar paso a ciencias que 
apuesten a la búsqueda de nuevos conocimientos en función del beneficio de la humanidad en su 
conjunto. 

Al prevalecer este tipo de pensamiento, se puede observar cómo los gobiernos otorgan 
prioridad a aquellas áreas de conocimiento que son consideradas estratégicas para el desarrollo de 
los sectores más productivos del mercado. Por ende, las disciplinas que no se encuentra 
estrechamente relacionadas con los saberes de la actividad empresarial, son sometidas a críticas 
sobre su eficiencia y su pertinencia; esto se ve claramente reflejado en la profesión del Trabajo 
Social. 

En contraposición a la concepción anterior, la cual busca instalar una visión dicotómica 
entre las ciencias, consideramos que es necesario poder abordar las problemáticas ambientales 
desde una perspectiva compleja e integral. En esta debe promoverse el diálogo y el intercambio 
entre los saberes provenientes de diferentes disciplinas científicas, como así también el 


reconocimiento de las voces de los diferentes sectores de la sociedad. 


1.2 Definiendo nuestro posicionamiento sobre la cuestión socio- ambiental Existe una 
multiplicidad de definiciones acerca de lo que es el ambiente, dependiendo éstas de los diversos 
campos de conocimiento en los cuales se construyen. Los mismos se esfuerzan por construir 
interpretaciones sobre la realidad e instalarlas en la población como las más adecuadas y 


verdaderas para así lograr que sean interiorizadas y compartidas por la sociedad en general. 
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Al ser el conocimiento un campo de contienda entre disciplinas, debemos saber que muchas 


de las concepciones provenientes de ciencias que escapan a las exactas, no logran constituirse 
como paradigmáticas o hegemónicas. 

Esto último sucede en las ciencias sociales, por lo cual el desafío está en realizar análisis 
sobre el ambiente que rompan con lo tradicional, que tomen en consideración los intereses que 
están detrás de los conceptos y que abran puertas a la problematización de la cuestión ambiental, 
lo cual dará paso a la exigibilidad de derechos, como así también a la construcción de sujetes 
actives capaces de redefinir y transformar sus realidades, a partir de los intereses propios de la 
comunidad y no guiados por aquellos que tienen los sectores más poderosos. 

Estamos segures de que a pesar de ser una tarea difícil de alcanzar, la impronta de iniciar 
con la puesta en escena de la temática desde trabajos de grado de nuestra carrera universitaria, 
indica que el campo se está configurando y disputando. En este sentido nos remitimos a Escobar 


(como se citó en Moreno, 2018) quien plantea que este tipo de pensamiento “han entrado en 


competencia y conflicto con la naturaleza capitalizada y tecnologizada por una cultura globalizada 
que hoy en día impone su imperio hegemónico y homogeneizante bajo el dominio de la tecnología 
y el signo unitario del mercado” (p.60). 

El esfuerzo contra hegemónico que proponemos, parte de la idea de que el ambiente, tal 
como lo interioriza la sociedad, no es resultado de un efecto natural, sino que se trata de una 
construcción política cargada de intereses capitalistas, así Caride y Meira (2001) destacan que: 

El ambiente es percibido como un constructo social mediado por filtros culturales y 
representaciones simbólicas que están ideológica y políticamente condicionadas y que, en 
algunas de sus formas, ejercen un papel decisivo en los modos de interpretar la vida cotidiana 


o de desarrollar conocimiento científico. (s.p) 


De este modo, se puede intuir que existen tantas definiciones de ambiente como intereses 
en juego, lo cual demuestra que definirlo no es una tarea sencilla. Sin embargo, se torna necesario 
para el abordaje de la cuestión ambiental tomar un posicionamiento crítico y político que posibilite 
hacer de nuestra práctica una intervención fundada. Es decir, les trabajadores sociales debemos 
posicionarnos teóricamente, con el fin de pensar estrategias que apunten a acciones concretas, 
desde un enfoque participativo e interdisciplinario. En esta dirección, Cazzaniga (2001) plantea 


que la intervención es: “(...) un proceso de reflexión y 
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problematización constante de la visión teórica- ideológica que sostenemos (explícita e 


implícitamente) y de cómo se materializa en esa acción- con- sentido” (p.15). Con el fin de 
fundamentar y legitimar nuestro posicionamiento se han tomado los aportes que ha realizado la 
corriente marxista denominada ecología política, la cual surge alrededor de 1972 de la mano con 
otros movimientos políticos -tales como el movimiento obrero, la democracia republicana, el 
socialismo, el feminismo, el regionalismo, entre otros-. Esta corriente científica tiene como 
principal referente a Enrique Leff y busca dar explicaciones enfocadas en el carácter político del 
ambiente; sus desarrollos dieron un respaldo teórico a los reclamos que surgieron de la primera 
ola de la ecología verde, que venía gestándose desde la década del 60 en Occidente. Dicho 
movimiento social ha marcado un hito histórico en lo que refiere a la temática ambiental, pues se 
alcanzó un giro de pensamiento que llevó a considerar a la sociedad como parte del ambiente y al 
ambiente como parte de la sociedad. De esta manera se fue gestando una nueva manera de mirar 
al ambiente, y la sociedad alzó su voz para exigir a los gobiernos respuestas sobre las 
consecuencias que el modelo extractivista venía generando en el planeta, incluyendo la salud de 
las personas. Así lo ambiental comenzó a constituirse como cuestión política. 


Cuando la cuestión ambiental se fugó de la esfera privada para alcanzar la reflexión social 


y política, intimó al Estado y éste debió hacerse cargo, generando políticas que limitaran y 
regularan al modelo desarrollista capitalista. Entendemos este proceso como el inicio de la cuestión 
social-ambiental. Netto y Pereira (como se citó en Franceschi Barraza, 2014) plantea que “la 
cuestión social trasciende la contradicción capital-trabajo o entre fuerzas productivas y relaciones 
de producción. Agrega que una cuestión social existe cuando emerge un conflicto social entre 
actores con intereses de clase contradictorios” (p.91). 

Los conocimientos propuestos por la ecología política permiten analizar estos conflictos 
como provenientes de los intereses de clase, debido a que la misma centra sus explicaciones en la 
desigualdad existente en la sociedad respecto al uso, distribución y acceso de los recursos 
ecológicos, los bienes naturales y los servicios ambientales. En esta misma línea se puede pensar 
al ambiente como un campo; al respecto Aquín (2004) sostiene que “(...) se habla de la existencia 
de campo cuando hay algo en juego (capital específico en disputa) y gente dispuesta (...) a jugar, 
y provista del habitus necesario para jugar”(s.p.), puesto que allí coexisten intereses, capitales, 


discursos y prácticas diferenciadas que conforman un tejido de fuerzas entre les 
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diferentes agentes que lo constituyen, les cuales, están diferenciades por la posición que ocupan 


en ese espacio social. 

En el campo ambiental se visualizan múltiples actores -gubernamentales o no- que disputan 
en pos de definirlo a partir de sus propios intereses. Para ello ponen en juego sus diversos capitales, 
los cuales están desigualmente distribuidos, producto de una sociedad que impulsa la opresión de 
unes sobre otres. Esto en ocasiones puede producir un conflicto entre la comunidad y su hábitat, 
lo cual, siguiendo los aportes de Folchi (como se citó en Walter, 2009) puede suceder: 

Como consecuencia de la acción de un agente extraño que altera o pretende alterar las relaciones 
preexistentes entre una comunidad y su ambiente, o bien, a la inversa, cuando una comunidad 


decide modificar su vinculación con el ambiente afectando los intereses de alguien más. (p.5) 


Se menciona a esto como conflictos o problemáticas socio ambientales en pos de romper 
con visiones reduccionistas, donde se impone la idea que todo aquello relacionado al ambiente 
forma parte de meras expresiones del malestar de los sistemas naturales. 

Así se dejan por fuera aspectos vinculados a cuestiones y decisiones sociales, culturales, 
económicas y políticas, las cuales al articularse construyen una relación particular entre la 
comunidad y ambiente. 

A partir de lo anterior se desprende una lectura compleja del ambiente, pues desde allí se 
pretende pensarlo como campo integrado por dimensiones biológicas, pero también económicas, 
políticas, culturales y sociales. Entenderlo de esta manera nos obliga a abordarlo a partir de la 


participación y diálogo entre los diferentes saberes —ientíficos y no científicos-, con el fin de que 


cada cual realice sus aportes específicos. 

Estos conjuntos de conocimientos deben pensarse como un sistema holístico e 
interrelacionado, como plantea Giannuzzo (2010) “la misma condición de complejidad, que 
comprende el estudio del ambiente desde las distintas disciplinas, reivindica la necesidad, o al 
menos la conveniencia, de una visión integradora de las partes y sus interacciones” (p.134). 

Por lo anterior, la complejidad desafía las perspectivas que sostienen que la naturaleza es 
inagotable e ilimitada, y pone foco en una concepción que apuesta al disfrute de un ambiente sano 
para todes, a partir de políticas que puedan ser sostenidas en el tiempo y que permitan la 


construcción de espacios de ciudadanía. 
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El siglo veinte, artista cansado, termina pintando naturalezas muertas. El exterminio del planeta 


ya no perdona a nadie. Ni siquiera al norte triunfal, que es el que más contribuye a la catástrofe 
y, a la hora de la verdad, silba y mira para otro lado. Al paso que vamos, de aquí a poco habrá 
que colocar carteles nuevos en las salas de maternidad de los Estados Unidos: Se advierte a los 
bebés que tendrán el doble de posibilidades de cáncer que sus abuelos. Y ya la empresa 
japonesa Daido Hokusan vende aire en latas, dos minutos de oxígeno, por diez dólares. Los 


envases aseguran: Esta es la central eléctrica que recarga al ser humano 


Eduardo Galeano 
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Capítulo 2: Los escenarios del proceso de intervención 
2.1 Escenario territorial: el territorio como campo de disputa 


2.1.1 Años previos a la urbanización de Eco Tierra 

Nuestras prácticas de intervención pre profesional se llevaron adelante en el territorio de 
Eco Tierra que se encuentra ubicado al extremo Sureste de la capital de Córdoba, entre Camino a 
Capilla de los Remedios y calle Erwin Schródinger, lindante a barrio Ituzaingó Anexo y Los 
Fresnos. 

Dicho territorio se asienta sobre tierras que, desde la década del 60 hasta el año 2002, 
fueron utilizadas para el desarrollo de producciones extractivistas ligadas al cultivo de soja. Con 
relación a este último emprendimiento se quiere destacar que, si bien la semilla venía siendo 
reconocida desde 1919 en Argentina, recién a mediados de los años cincuenta principios de los 
sesenta se puede encontrar el primer hito que llevó a la explotación, industrialización y 
comercialización del grano a nivel mundial. Esto se dio de la mano de una empresa farmacéutica 
estadounidense que creó un tipo de semilla sojera y promovió su cultivo en nuestros territorios 
nacionales. 

Con el fin de conocer las tierras y con vistas a iniciar una posible explotación de soja, la 
empresa pone en marcha un plan de investigación científica denominado Proyecto Agro soja S.R.L. 
en manos de la Universidad de Missouri (USA). Los estudios y ensayos se llevaron adelante en 
más de 30 localidades del territorio argentino, de los cuales se pudo establecer, entre otras cosas, 
que Santa Fe y Córdoba constituían las únicas dos provincias que contaban con los requisitos 
necesarios para llevar adelante el cultivo de esta semilla. Posteriormente esta empresa extranjera 
impulsó una campaña de difusión sojera en conjunto con organismos estatales como la Dirección 
General de Investigaciones Agrícolas de la Nación Argentina. De esta manera se puede reconocer 
la primera articulación entre entes privados y públicos. 

Esta situación se vio beneficiada por el contexto socio político y económico del país, el 
cual estaba para ese entonces atravesado por el proyecto económico desarrollista impulsado por el 
entonces presidente A. Frondizi. Este modelo tiene sus orígenes luego de la crisis internacional, y 
afectó al modelo agro exportador que venía siendo llevado adelante por Argentina, considerada 


hasta ese entonces como el granero del mundo. El nuevo modelo 
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económico tuvo como estrategia la sustitución de importaciones a partir de la introducción de la 


industria como mecanismo para el desarrollo y modernización del país. 


Así es que el Instituto Nacional de Tecnología Agropecuaria (INTA), referente principal 
de la actividad sojera, en compromiso con dicha empresa internacional, gestionó convenios con 
productores agrícolas de la nación ofreciendo, entre otras cosas, préstamos para la compra de la 
semilla, actividades relacionadas a la labor y cosecha de la misma. 

En este momento histórico se pueden reconocer dos grandes actores sociales que 
representaron los pilares de este nuevo modelo de acumulación. En el ámbito nacional se puede 
encontrar al sector agropecuario, encargado de satisfacer al mercado interno a partir de la 
exportación de la mayor parte de las materias primas, tal como fue el caso de la soja en la provincia 
de Córdoba y más precisamente en el territorio que hoy es Eco Tierra. Por otro lado, aparece el 
capital extranjero norteamericano, tal como refiere en este caso Agro Soja SRL., dedicada a la 
producción industrial para el consumo local. Por lo tanto se abrió paso al establecimiento de mega 
empresas extranjeras en nuestro territorio, las cuales se caracterizaron por impulsar actividades 
extractivistas como la mega minería y los agros negocios. 

En ese contexto, el INTA firmó un convenio con Proyecto Agro Soja, el cual establecía 
que: 

El organismo oficial pondría a disposición el campo experimental, el personal auxiliar y la 
maquinaria agrícola necesarios para realizar las investigaciones, y Agro soja contribuiría con la 
designación y costo de los ingenieros investigadores, la semilla, agroquímicos e 


inoculantes.(Martínez, 2012, p.16) 


De esta manera se torna indispensable analizar nuevamente las relaciones de poder y 
dependencia que se gestaron a lo largo de la historia con relación a la explotación sojera. Por un 
lado, se observan las ambiciones que tuvo EE.UU. por exportar la semilla de soja a nuestro 
territorio. Por otro lado Argentina, en busca del desarrollo y modernización del país, impulsó 
estrategias de difusión y promoción del cultivo, reconociendo la riqueza de las tierras para la 
explotación sojera. Así mismo, el Estado firmó contratos con ciertos productores agrícolas con el 
fin de habilitar la compra de la semilla que ofrecía Agro soja S.R.L. 

Fue a partir de los intereses capitalistas que, para los años 1961 y 1962, se estableció el 


récord histórico de producción de soja, alcanzando más de 10.000 hectáreas de superficies 
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sembradas. Con ello puede observarse cómo el país comenzó a darle mayor interés a este grano 


como parte de la economía mundial, exportándolo por primera vez en ese momento. El aumento 
de la demanda internacional ocasionó que, durante la década de los 70 en adelante, el cultivo de 
soja comenzara a expandirse hacia otros territorios, ocupando así gran parte de la superficie del 


país. Esta situación se vio favorecida, a su vez, por el proyecto político, económico y social 


neoliberal, el cual se comenzó a implementar en nuestro país con el gobierno de la última 
dictadura cívica militar eclesiástica y empresarial iniciada en 1976, estando vigente hasta la 
actualidad. 

El neoliberalismo introducirá lógicas vinculadas a la valorización del mercado en 
detrimento del Estado, como así también el libre comercio. Esta nueva forma de pensar llevará a 
los gobiernos a beneficiar al lobby empresarial, concediéndose una serie de libertades en cuanto a 
precios, contratación y apertura de establecimientos que ocasionarán consecuencias tanto en las 
condiciones de vida de la población como en su propio ambiente. 

De este modo, desde el Estado se implementaron políticas y se sancionaron legislaciones 
reduciendo los obstáculos que impedían desarrollar ciertas actividades económicas, lo cual 
favoreció la concentración de riquezas y desigualdad de los territorios. 

Es así que, entre otras medidas, se eliminaron los impuestos a las exportaciones, se sancionó 
la ley 20.573 -para regularizar la comercialización de granos y otros productos agrícolas- y se llevó 
adelante una política conocida como acumulación por desposesión. Esta última consistió en 
cederles al lobby empresarial la posibilidad de incidir en aquellos espacios que hasta entonces se 
encontraban cerrados para el mercado. En relación a dicho concepto Seoane (2018), plantea que 
el mismo refiere a: 

Procesos de mercantilización y privatización tanto de los bienes naturales como de los bienes 
comunes sociales —como por ejemplo la provisión pública de ciertos servicios como la 
electricidad, el agua o la telefonía-; de bienes tangibles -sean minerales o empresas públicas e 
intangibles —como la cultura o la subjetividad-; e incluso remitir a la destrucción de formas de 
propiedad comunal, pública, estatal, como de cierta propiedad privada (individual, pequeña o 
mediana) a favor de la gran propiedad capitalista -sea transnacional o local- asociada al 


circuito de valorización global. (p.5) 


En este sentido se puede observar cómo estas élites políticas, en correlación con los 

intereses propios del capitalismo extractivista, fueron quienes se ocuparon del reordenamiento 
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territorial, definiendo qué espacios serían eximidos de la actividad extractiva y cuáles estarían 
disponibles para su recepción. 

En provincias como Córdoba, particularmente, esta lógica economicista llevó a que las 
zonas ubicadas en la periferia de la ciudad dejaran de considerarse improductivas y pasaran a 
pensarse como territorios explotables para el desarrollo de este tipo de productividades. En 
concordancia con lo propuesto Sack (como se citó en Svampa, 2009) señala que “(...) esto se 
produce cuando el territorio carece de artefactos u objetos valiosos desde el punto de vista social 


o económico, con los cual estos aparecen como “sacrificables” dentro de la lógica del capital” 


(p.16). 

Les capitalistas, de esta forma, encontraron en ciertos sectores de la ciudad características 
que posibilitaron desarrollar actividades agropecuarias, tal es el caso del territorio donde llevamos 
adelante nuestra intervención. Desde un punto de vista geográfico, se trataba de una zona ubicada 
en el extremo sur de la ciudad, donde existían grandes extensiones de tierras rurales a disposición 
de los emprendimientos sojeros. 

Sin embargo, el territorio colindante y actual barrio Ituzaingó Anexo, comenzó a poblarse 
en ese mismo momento, puesto que en las cercanías del barrio se había instalado Fiat, fábrica de 
automóviles y materiales ferroviarios. Este hecho dio lugar a que muchas familias encontraran allí 
su fuente laboral y por cuestiones de cercanía se asentaran en Ituizangó. El gran aumento 
poblacional llevó a que las nuevas familias que llegaban al territorio fueran construyendo sus 
viviendas en terrenos que limitaban con el campo que estaban siendo trabajado por el agro negocio 
—actual Eco Tierra-. 

La forma de concebir y manipular los territorios destinados a las producciones 
extractivistas promovió la lógica de desposesión a partir de acciones legislativas que beneficiaron 
los intereses del sector capitalista. Esta situación perjudicó la posibilidad de que la comunidad 
manejara el control del territorio, destinando el mismo a las multinacionales. Por su parte, 
Alimonda (2011) afirma que: 

Tanto la realidad biofísica (su flora, su fauna, sus habitantes humanos, la biodiversidad de sus 
ecosistemas), como su configuración territorial (la dinámica sociocultural que articula 
significativamente esos ecosistemas y paisajes) aparecen ante el pensamiento hegemónico 


global y ante las élites dominantes de la región como un espacio subalterno, que puede ser 
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explotado, arrasado, reconfigurado, según las necesidades de los regímenes de acumulación 


vigentes. (p.22) 


En cuanto a la legislación, en el plano internacional, en 1989 Argentina firma junto con EE. 
UU., el convenio denominado Consenso de Washington; esto se tornó una oportunidad para el 
último país mencionado, en tanto se promulgó en un contexto de profunda crisis. De esta forma, 
los organismos financieros internacionales promovieron una reestructuración en las relaciones 
económicas. En este consenso: 
Propugnaba tipos de cambio competitivos para promover un incentivo para el crecimiento de 
las exportaciones, liberalización de importaciones, la generación de ahorros domésticos 
adecuados para financiar la inversión (principalmente ajustando la política fiscal), y por recortar 


el hinchado papel del Estado para permitirle concentrarse en la provisión de servicios públicos 


básicos y un marco para la actividad económica. (Martínez y Reyes, 2012, s.p.) 


La liberalización de la inversión extranjera se basó en la idea de que la incorporación de 
empresas transnacionales en territorios nacionales aportaría al país, a partir de promover 
conocimientos y experiencias relacionadas a las actividades extractivistas. Además, se promulgaba 
un aumento de capital, puesto que las empresas producirían bienes necesarios para el mercado 
nacional, como así también para contribuir a la expansión de exportaciones. 

Sin embargo, dicho tratado desfavoreció a Argentina ya que se introdujeron los 
denominados swaps a la lógica financiera. Estos funcionan a modo de intercambio, es decir, “la 
inversión extranjera invierte en obligaciones del Estado, de esta manera se evita recurrir al 
financiamiento externo, por lo tanto, no se incrementa la deuda externa” (Martínez y Reyes, 2012, 
s.p.). No obstante, estos trueques aumentaron el déficit fiscal y provocaron un fuerte aumento en 
la deuda pública interna. 

Esto último se correlaciona con una de las características fundamentales de los modelos 
neoliberales, la privatización. La misma, se sustenta en la idea de que la administración privada es 
más eficiente y adecuada que la pública. 

Por su parte, Argentina decidió recortar el gasto público afectando en primera instancia a 
las empresas estatales, puesto que se dio el traspaso de la gestión de los bienes, servicios y recursos 
naturales al sector privado; incrementando así actividades como la minería y el agro negocio, las 


cuales en su mayoría se encontraban en manos de multinacionales. Entendemos a 
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estas decisiones políticas como cómplices del sistema de desposesión de territorios, ya que en pos 


de perseguir los intereses de instituciones que tenían sede en Washington, como el Banco Mundial 
y el Fondo Monetario Internacional, llevaron adelante procesos de mercantilización de la 
naturaleza y la vida a escala global, lo cual repercutió notablemente la población. 

A fines del siglo XX Argentina modificó su política de producción y comercialización a 
gran escala de bienes, servicios y recursos naturales, lo cual llevó a un nuevo acuerdo con las 
instituciones internacionales, desde donde se determinó que los países del norte fuesen quienes 
fijen los precios de las mercancías, incluyendo a la soja. Este documento fue denominado 
Consenso de los Commodities. 

Este tratado coloca bajo la categoría capital económico tanto a los recursos humanos, 
naturales como industriales tratándolos como elementos equitativos y borrando entonces sus 
diferencias. Svampa (2012) manifiesta que el mismo: 

Apunta a subrayar el ingreso a un nuevo orden económico y político, sostenido por el boom de 
los precios internacionales de las materias primas y los bienes de consumo, demandados cada 


vez más por los países centrales y las potencias emergentes. (p.16) 


Estas decisiones políticas aportaron al desarrollo exponencial del monocultivo de soja en 
nuestro país, así Strada y Vila (2015) plantean que “entre 1997 y 2002, en la zona núcleo sojera, 
el rinde promedio fue de 27,9 quintales por hectárea, mientras que entre 2003 y 2014 el rinde 
promedio fue de 34,7 quintales por hectárea, [incrementándose] alrededor de un 20%”(s.p.). Esto 
estuvo acompañado del aumento de industrias y empresas extractivistas internacionales, lo cual 
ocasionó el desplazamiento de ciertas actividades y empresas locales. 

En correlación al crecimiento industrial extractivista, el Estado continuó reproduciendo 
políticas públicas que beneficiaron a grupos empresariales y financieros, sin importar las 
consecuencias en la salud de las poblaciones y en los suelos que se destinaban a la explotación de 
la naturaleza. 

Claro está que los impactos en el ambiente no fueron causa de un efecto natural, sino más 
bien, se tratan de consecuencias generadas por la toma de decisiones de quienes tenían el poder. 
Estes ultimes, en pos de aumentar la producción de materia prima introdujeron formas nocivas de 


explotación de la naturaleza. 
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En el caso del monocultivo de soja se incorporó al agro negocio un paquete tecnológico?. 


Para el año 1996, Felipe Solá, quién encabezaba la Secretaría de Agricultura de Nación bajo la 
presidencia de Carlos Menem, solicitó por medio de la resolución N° 167/96 la autorización para 
la introducción de soja transgénica al país. Dicha solicitud fue aprobada sin ningún tipo de medidas 
previas por parte del gobierno. Es decir, no se realizaron estudios de impacto ambiental ni se abrió 
la discusión a la sociedad a través de la consulta pública y/o a nivel parlamentario, por nombrar 
solo dos ejemplos. 

Parafraseado a Galup (2015) los Organismos Modificados Genéticamente (OMG), 
comúnmente llamados transgénicos, son organismos vivos creados artificialmente mediante la 
manipulación de su material hereditario, con la intención de mejorar algunas de sus características. 
Diche autore destaca que: 

En el caso de los productos agropecuarios la ingeniería genética apunta fundamentalmente a 
dos variables. Por un lado, obtener granos con características morfológicas más vistosas y de 
mayor rendimiento por hectárea, (...) y por otro, a conferir resistencia a insecticidas y 
herbicidas, de manera tal que puedan ser fumigados con productos altamente tóxicos (el 
agroquímico más utilizado es el glifosato), con el fin de destruir, literalmente, la vida que rodea 


al cultivo en cuestión sin que éste sufra significativa agresión. (s.p) 


La introducción de esta nueva oleaginosa, la semilla transgénica, transforma al cultivo en 


un agroquímico - dependiente, ya que necesita cada vez mayor cantidad de herbicida para controlar 
las especies de malezas que resulten resistentes al mismo. 

En palabras de Bonaparte, Rubini, Pisano Vera, Barrí y Arguello “al ser elementos tóxicos, 
la aplicación de agroquímicos provoca contaminación del suelo, de las fuentes superficiales de 
agua y napas freáticas” (s.f., p.2). Se puede ver de esta forma, cómo la adquisición de estas 
tecnologías, basadas en lógicas de acumulación capitalista se impone sobre los derechos y las 
necesidades de las personas, provocando grandes daños a la salud, al cuerpo y todo aquello que 


integra el llamado ambiente. 


2El paquete tecnológico que introdujo Argentina es producto de empresas transnacionales, como la conocida industria 
Monsanto, quien aglutinó una combinación de semillas transgénicas, métodos de trabajo de la tierra asociados a la 
siembra directa y maquinaria agrícola, prometiendo aumentar el rendimiento y la reducción de los costos. 
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Un ejemplo de lo anterior remite a lo ocurrido en Córdoba en el año 2002, cuando les 


vecines de barrio Ituzaingó Anexo, comenzaron a problematizarse acerca de la existencia de gran 
cantidad de personas con barbijos. Sin embargo, esta situación no aquejó a todes les habitantes por 
igual, sino principalmente a un grupo de mujeres que se sintieron preocupades por las 
problemáticas de salud que estaban atravesando personas cercanas a sus vínculos familiares y 


sociales. 


En este sentido es importante recuperar los aportes de Milessi (2010) para pensar que, a 
pesar de que les sujetes nos encontremos involucrades en la misma situación, no significa que todes 
la percibamos como un riesgo. Esto, entonces, forma parte de una construcción social y cultural 
donde intervienen múltiples factores ligados al género, la generación y la posición que ocupemos 
dentro del mismo territorio. Debido a que quienes habitan las zonas más cercanas al epicentro del 
problema, generalmente son quienes se encuentran más sensibles a la vista de los efectos que se 
producen tanto en el ambiente, como en la salud. Se debe considerar que “dentro de un mismo 
contexto es posible encontrar tanto posiciones próximas en algunos aspectos, como muy diferentes 
en otros” (Milessi, 2008, p.120). 

El grupo de mujeres, conocido como Madres de Ituzaingó Anexo, inició un proceso de 
acción colectiva, al encontrarse atravesado por una misma situación. Este proceso se generó en pos 
de enfrentar aquellos obstáculos que se presentan en la reproducción cotidiana de les sujetes. 

El surgimiento de una identidad colectiva es lo que les constituye, hoy, como un 
movimiento socio-ambiental. Dicha identidad les lleva a cohesionarse, definir sus demandas, 
identificar los intereses oponentes, tomar decisiones y llevar adelante acciones para hacerse oír, 


incorporar nuevos adherentes y alcanzar sus metas. Es decir “colectivos culturales, [que] dan cuenta 


de la presencia de un conjunto de reivindicaciones diferentes, con sus respectivos clivajes 
identitarios, configurando un campo multiorganizacional complejo” (Svampa, 2010, p.42). 

Así mismo se puede intuir que, a pesar de estar sumergides en un sistema que impone la 
competencia -sobre todo entre mujeres-, la lucha colectiva parece ser la estrategia más efectiva 
para desestabilizar un modelo que reproduce la desigualdad entre los sectores sociales. En este 
sentido se trata de poder disputar una lógica que concibe a los mismos desde una visión 
economicista y antropo centrista y que también contemple los propios intereses de les habitantes y 


comprenda su condición de sujetes de derecho. 
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Entre las estrategias del movimiento de Madres de Ituzaingó Anexo se pueden destacar la 


sensibilización a les demás habitantes del territorio y la realización de un mapeo, donde se 
identificó la cantidad de personas con problemáticas de salud en el barrio. Este mapeo se llevó a la 
Secretaría de Ambiente de la Municipalidad de Córdoba en post de exigir el cese de las 
fumigaciones, como así también tratamientos para les individues afectades. 

Sin embargo, la falta de respuestas llevó al movimiento a realizar acciones con un carácter 
más disruptivo en el escenario social y que, por consiguiente, aparecieron como el último recurso 
al cual acudir para habilitar el funcionamiento institucional y conseguir con ello que las 
instituciones operen conforme a lo establecido. De esta forma comenzaron a desarrollarse medidas 
como cortes de rutas y calles, movilizaciones en el barrio y en el centro de la ciudad, denuncias a 
través de los medios de comunicación, volanteadas de folletos informativos y petitorios, entre 
otras. 

Estas medidas posibilitaron que su lucha se instale en la esfera pública, cobre una mayor 
visibilidad y, por sobre todo, incorpore a otres actores de la sociedad civil como agrupaciones 
sociales, profesionales, autoconvocades y miembres de la Universidad Nacional de Córdoba, ex 
UPAS de barrio Ituzaingó Anexo y actual Centro de Salud n°90 del mismo barrio, entre otros; los 
cuales se fueron articulando al problema y aportaron sus capitales culturales y sociales a las 
diferentes reivindicaciones. 

A su vez, se realizaron acciones institucionales entendiéndolas como aquellas “(...) 
herramientas provenientes del derecho y de la legalidad instituida” (Alonso, Castro, de la Vega y 
Sacucci, 2015, s.p). Entre las mismas podemos encontrar las denuncias realizadas a les 
fumigadores, dueñes de los campos y al mismo Estado por complicidad con diches actores, las 
cuales darán origen a la conocida Causa Madre de Ituzaingó Anexo. 

Las acciones realizadas por el movimiento condujeron a que en mayo de 2002 la 


Municipalidad de Córdoba declare bajo la ordenanza N“10505 a dicho territorio como zona de 


emergencia sanitaria. A partir de ello se dispuso la realización de un censo de patologías, se habilitó 
a que les vecines obtuvieran información sobre todas las medidas preventivas que se llevaron 
adelante para resguardar su salud, y dicho organismo se comprometió a realizar acciones en 
articulación con las entidades provinciales. A su vez, por medio de esta medida, se construyó un 
UPAS municipal (Unidad Primaria de Atención de Salud), que años más tarde se convertiría en el 


Centro de Salud Municipal n°90 de Barrio Ituzaingó Anexo. 
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Por otra parte, en ese mismo año, desde diferentes establecimientos públicos y privados se 


llevaron adelante estudios de la calidad del agua, (tanque barrial, tanques domiciliarios, 
sedimentos, boca de consumo) y muestreo de diversas matrices ambientales (aire y suelo) para 
mediciones de policlorobifenilos (PCB), plaguicidas y metales pesados. Estos estudios 
establecieron la presencia de los principales productos aplicados en los predios cercanos al barrio; 
siendo el glifosato el agroquímico mayoritariamente utilizado por les capitalistas en los campos 
colindantes a Ituzaingó Anexo. 

Asimismo se determinó, en dichas investigaciones, que las aplicaciones eran llevadas a 
cabo principalmente por medio de los propios productores, en el caso de aplicaciones terrestres, y 
que se solicitaba el servicio de empresas del sector para aplicaciones aéreas. 

A partir de los resultados obtenidos por estos estudios se desarrollaron diferentes acciones 
con fines reparatorias, tales como el cambio de fuente de agua potable, el reemplazo de los 
transformadores de la Empresa Provincial de Energía de Córdoba-EPEC (los cuales utilizaban 
como líquido refrigerante PCB), la pavimentación de una parte del barrio y la limpieza de tanques 
domiciliarios, entre otras. Sin embargo, hasta ese momento, las fumigaciones no cesaban, sino que 
se podía continuar realizando con uso controlado de plaguicidas. 

Recién para el año 2003, gracias a las continuas presiones ejercidas por el colectivo de 
Madres de Ituzaingó Anexo, el Concejo Deliberante de la ciudad de Córdoba prohibió la utilización 
de plaguicidas a través de fumigaciones terrestres o aéreas, a decir: 

PROHÍBESE la aplicación de plaguicidas o biocidas químicos mediante fumigación terrestre o 
aérea de los mismos, cualquiera sea su tipo y dosis, a menos de dos mil quinientos (2.500) 
metros de cualquier vivienda o grupos de viviendas de Barrio Ituzaingó Anexo de la Ciudad de 
Córdoba. La presente prohibición se establece como medida temporal de excepción y reviste 


carácter de orden público. (art.1, Ordenanza Municipal 10590) 


Otro hecho importante para mencionar fue que en el año 2012, este movimiento llevó 
adelante en nuestro país el primer juicio por contaminación de agroquímicos, convirtiéndose en un 
hecho novedoso en Argentina. Su novedad radicó en que históricamente - ya sea por parte de 


gobiernos neoliberales o bienestaristas- se ha protegido a quienes impulsan este tipo de producción 


ya que en ella se sustenta buena parte de la economía del país. En relación con este tema, Viguera 


(2000), señala que la capacidad de financiamiento de una región depende tanto de 
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la recaudación de impuestos, como de la supervivencia de la relación estado-sociedad. Sin esta 


última, decaería el apoyo público de un régimen de gobierno. 

Cabe destacar que, a partir del juicio anteriormente mencionado, se logró imputar a dos 
responsables, une productore y une pilote, pero hasta el día de hoy se espera fecha para un próximo 
proceso judicial que se llevara adelante en el año 2020 a fin de demostrar que las causas de muertes 
ocurridas en el territorio fueron producto del uso de agro tóxicos. 

Esta falta de celeridad constituye, a su vez, una estrategia para que les ciudadanes terminen 
agotándose de sus luchas y renuncien a las mismas generando con ello el silencio de las 
organizaciones por un lado y el control de los territorios, de los bienes de la naturaleza y de las 
poblaciones que los habitan, por el otro. Esto no es ajeno a la falta de mecanismos procesales aptos 


para llevar adelante reclamos de esta índole. 


2.1.2 Inicios de urbanización hasta la actualidad 

En el año 2002, a partir de la resolución de la ordenanza 10589, les dueñes del campo vieron 
limitado notablemente el negocio sojero, lo cual desencadenó la finalización del emprendimiento. 
Dicha situación llevó a que se vendiera todo el predio a una empresa inmobiliaria que, para el año 
2012, habría comenzado a lotear y vender las mismas a particulares dando lugar a la configuración 
del nuevo territorio. 

La empresa es conocida con el nombre Eco Tierra S.A., la misma realizó el pago a partir 
de un plan hipotecario que, hasta el día de hoy, se encuentra en mora con un monto superior a los 
cuatro millones de pesos. Esta es la razón por la cual el Concejo Deliberante de la ciudad no aprobó 
la solicitud de cambio de suelo, es decir, el territorio sigue figurando en catastro municipal como 
zona rural. 

Dicha situación altera notablemente las condiciones de vida de les habitantes que hicieron 
la compra de sus lotes y viviendas allí. En primer lugar, al no estar habilitados como zona urbana, 
no cuentan con la escritura oficial de sus terrenos, pues desde la empresa Eco Tierra S.A. solo se 
les hizo entrega de un boleto de compraventa. En términos legales y debido a que la inmobiliaria 
no abonó los terrenos al anterior dueño, estas personas estarían haciendo uso de propiedades 
ajenas, motivo que llevó a juicio y posible remate de las tierras. Si esto sucediese, se dejaría sin 
vivienda a más de 700 familias que habitan hoy el territorio. 

Este hecho lleva a reflexionar una vez más sobre la posición del Estado en relación a los 


intereses del mercado, ya que, una vez finalizado el emprendimiento sojero, éste se vuelve un 
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aliado para la nueva urbanización ilegal en esas tierras. Se trata de un territorio que años anteriores 


había sido denunciado por el movimiento de mujeres de barrio Ituzaingó Anexo por tratarse de 
tierras expuestas a agroquímicos. 

En este contexto, no solo se encontró vulnerado el derecho a un ambiente sano, derecho a 
la salud y la vivienda, sino que también la municipalidad ignoró las acciones que realizaron el 
colectivo de Madres de Ituzaingó Anexo contra les propietaries del campo tras haber utilizado 
agroquímicos y que afectaron la salud de las personas. Por otro lado, y en esta misma línea, el 
Estado también realizó un acuerdo con el empresariado inmobiliario donde se pactó un intercambio 
de beneficios mutuos. En el mismo, el municipio sería el encargado de aprobar el plano de 
urbanización, mientras tanto la empresa Eco Tierra S.A. debía realizar la entrega de una cierta 


cantidad de lotes, que luego usarían para la construcción de viviendas sociales. 


Sin embargo, este acuerdo no pudo llevarse adelante, puesto que la empresa no habría 
hecho el pago total de las tierras. Por la situación de crisis que atraviesan las familias, y ante la 
posibilidad inmediata de perdida de vivienda, se despertó el conflicto habitacional; hecho que 
contribuyó a la no problematización de la cuestión socio-ambiental del territorio. 

En relación con ello, une profesional del Centro de Salud n° 90, destaca que Eco Tierra es 
un asentamiento ilegal porque “primero cuando se venden los terrenos, para la Municipalidad están 
figurando como terrenos, en su totalidad, sin subdivisión. En forma posterior, cuando nos entregan 
los planos, el terreno no está aprobado con todo lo que el terreno implica. Además, en el 2017 salta 
el problema de que las tierras no se pagaron, así que son terrenos fraudulentos” (Entrevista 
personal, 20 de mayo 2018). 

En concordancia, en una de las entrevistas realizadas, une de les vecines manifestó que: 

Me tocó ser parte de eso, del conflicto, porque la empresa cuando empieza a vender los 
terrenos no nos avisa de que los terrenos estaban hipotecados, o sea ellos compran los terrenos 
con un préstamo hipotecario al dueño, pagan unas cuotas y después no pagaron más, y lo 
siguen vendiendo. Encima dijeron que los de la municipalidad lo habían aprobado, cosa que 
no fue así. Y bueno después los verdaderos dueños empezaron a moverse porque querían su 


plata obviamente (Entrevista personal, 29 de junio 2018). 


Dicha problemática cobra significación cuando las familias comienzan a ver obstaculizado 
el acceso a los servicios públicos. Al estar nombrado el territorio como zona rural, no es posible 
solicitar las conexiones de las empresas oficiales de agua, gas, luz, como así 
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tampoco el servicio de recolección de basura o el de transporte urbano, entre otras problemáticas 
urbanísticas que dan cuenta de la vulnerabilidad de los derechos de las familias que habitan ese 


espacio. 


En este sentido se puede intuir cómo las personas, al estar insertas en un sistema 
fuertemente influenciado por el mercado, interiorizan la mirada hegemónica existente sobre las 
necesidades sociales, entendiéndose éstas como meras carencias relacionadas a un objeto de 
satisfacción de orden material, tal es el caso de las viviendas o servicios públicos. 

Así, se puede observar cómo la demanda habitacional ocupa el centro de los intereses de 
resolución por parte de les vecines, quedando vulnerado el derecho de vivir en tierras con niveles 
de habitabilidad, es decir, que no se encuentren contaminadas. Consideramos, por un lado, que esta 
situación se encuentra ligada al propio desconocimiento del derecho que culmina con el no 
reconocimiento de su propia vulneración. 

Por otro lado, sostenemos que esto sucede porque las percepciones sociales que giran en 
torno al ambiente están impregnadas por lógicas propias de la modernidad y por ende, por el 
conocimiento científico positivista. 

La mencionada situación lleva a pensar al ambiente desde una mirada reduccionista, 
relacionándolo exclusivamente con aspectos bióticos y abióticos. Se reproduce, así también, la idea 
de que las contaminaciones ambientales son efecto de un orden natural, donde nada queda por 
hacer. Así mismo, al no percibir efectos directos en la salud, entendiéndola como el proceso salud- 
enfermedad, no existe razón por la cual movilizarse y problematizar lo que sucede con 
esos suelos. Une vecine del territorio plantea que: “Acá está todo bien con el ambiente. Por lo 
menos no conozco gente que use barbijos, que esté enfermo o algo así” (Entrevista persona, 20 de 
junio 2018). 

Por su parte la situación habitacional da cuenta de cómo las personas, al sentir amenazada 
su propiedad privada, se involucran en el desarrollo de una movilización vecinal en pos de exigir 
respuestas inmediatas que transformen notablemente la realidad que hoy les atañe. 

De esta manera, las familias comenzaron a llevar adelante acciones directas, en primer 
lugar, de manera individual, donde cada una realizaba su descargo judicial. Sin embargo, al no 
recibir respuestas por parte del Estado, empezaron a movilizarse en conjunto. Fue así que 
comenzaron a hacer oír su voz en los medios de comunicación. Conforme a ello, en el año 2013 el 


periódico La Voz del Interior, publicaba: “Denuncias por supuesta estafa en el loteo 
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Ituzaingó”. Para el año 2017 La Izquierda Diario encabeza una noticia relacionada a esta causa 


como “Córdoba: reclaman frente al municipio por estafa en la venta de lotes”. En los tiempos más 
recientes, en el 2018, El doce TV en su página web el doce.tv levanta una nota del programa 
televisivo El show de la mañana desde donde se tituló la noticia como: “Barrio Eco Tierra: 
Promesas incumplidas”. 


En una entrevista realizada durante nuestra práctica de intervención, une vecine plantea que 


lo que buscaban a partir de las movilizaciones, cortes de calles y reclamos frente a la empresa y la 
municipalidad tenían el objetivo de “Que paguen la deuda, o de última que el gobierno expropie 
las tierras para que podamos tener la habilitación del uso del suelo y ahí lo mismo empezarnos a 
mover por los servicios, porque esa es la traba principal”. (Entrevista personal, 29 de junio 2018) 

Se entiende a estas primeras reivindicaciones como un proceso de constitución de 
organización vecinal, donde se obtuvo la participación de gran parte del territorio, quienes 
dirigieron sus reclamos directamente al Estado y a la empresa inmobiliaria. Las respuestas por 
parte de les responsables generaron efectos adversos en la organización, pues al tratarse de una 
incipiente agrupación vecinal que se constituyó para enfrentar un problema individual, no alcanzó 
una estructura sólida que prospere en el futuro. Además, se presentaron incertidumbres en relación 
a los conflictos, problemas y resoluciones, ya que no existía conocimiento certero acerca de la 
situación legal en que se encontraba el territorio. Esto llevó en poco tiempo al desgaste de la 
participación barrial. 

En el caso de Eco Tierra S.A. las respuestas fueron diversas y buscaban apaciguar el 
conflicto ofreciéndoles ciertos beneficios a algunas familias. Algunos ejemplos de estos son la 
instalación de postes de luz en algunas calles para brindar más seguridad o la apertura de calles 
para que puedan transitar los autos. Sin embargo, el hecho concreto relacionado a la deuda 
millonaria no tiene respuesta hasta el día de hoy y después de 6 años de reclamos, un grupo de 
vecines comenzó a reunirse nuevamente para pensar estrategias en conjunto que frene la 
posibilidad del remate. 

Lo cierto es que cada une atraviesa una situación diferente, pero la causa mayor que los une 
a todes, llevó a la movilización vecinal con el objetivo de alcanzar la posesión de sus terrenos. Con 
el fin de lograr una mayor organización, convocaron durante el año 2018 a sus vecines y decidieron 


sumar la presencia de la Defensoría del Pueblo. Desde dicho organismo se 
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realizó en primer lugar la escucha de la problemática, y luego se les otorgó un asesoramiento de la 


mano de une abogade, quien confirmó que la mejor vía sería la constitución de una asociación 
civil, ya que el reclamo de manera individual no llegaría a cobrar la fuerza necesaria. 

De esta manera, les vecines en pos de alcanzar sus expectativas relacionadas con el 
propósito de regularizar la situación legal de las tierras que habitan, decidieron dar paso a la 
conformación de lo que hoy se constituye como Asociación Civil de Barrio Eco Tierra. Al 
conformarse como asociación civil y ser reconocida como tal por el Estado adquirió la categoría 
de personería jurídica. En el servicio informativo del gobierno de San Juna se expresa que “un 
individuo con derechos y obligaciones que existe, pero no como persona, sino como institución 


que es creada por una o más personas físicas para cumplir un objetivo social que puede ser con o 


sin fines de lucro” (Prensa Ministerio de Gobierno San Juan, 2009). 


Una vez que les vecines realizaron su demanda al Estado, este reconoció a les mismes bajo 
la condición de damnificades, puesto que la situación de estafa generó en las familias un daño 
severo que pone en riesgo sus viviendas y por lo tanto debió dar respuestas urgentes. 

Si bien durante el proceso de intervención no se tuvo mayor acercamiento e información 
acerca de esta incipiente organización vecinal, sabemos que una de las medidas que se tomaría por 
parte de la municipalidad, sería entregar un subsidio a algunas familias del territorio y la idea de 
la organización consiste en que se deposite ese dinero en una cuenta en común de la asociación 
civil, a fin de que las familias regularicen la situación de las tierras, ya que con él se podría realizar 
el pago de un porcentaje de la deuda existente. Esto daría paso al otorgamiento de la escritura 
oficial a nombre de la Asociación Civil Barrio Eco Tierra. De esta manera, se vería interrumpido 
el proceso judicial de remate y además, se daría paso al cambio del uso del suelo, lo cual 
posibilitaría declarar al territorio como barrio y así podrían acceder a los servicios básicos que 
prestan las diferentes empresas autorizadas por el Estado. 

Consideramos este hecho como un gran avance para el territorio en general, no solo por lo 
que implica en la situación habitacional; sino también por lo que refiere a la lucha colectiva, ya 
que como mencionamos, desde sus inicios hasta la actualidad no se habían constituido bases 
sólidas de participación vecinal. 

Cabe señalar nuevamente que la configuración de esta agrupación y su consecuente 


lucha, estuvo atravesada por múltiples actores, intereses, relaciones de poder, conflicto, 
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negociación y cooperación, que impidieron, obstaculizaron o potencializaron la acción colectiva. 


Por lo tanto es necesario realizar una la lectura que incluya las particularidades del contexto. En 
el territorio circulan sujetes que ponen en juego diversos intereses, ideas, valores e 
interpretaciones de la realidad, los cuales en ocasiones se configuran en obstaculizadores para el 
involucramiento de las personas. En Eco Tierra los discursos dirigidos a la organización vecinal 
reflejan representaciones que influyen negativamente en la asociatividad de la comunidad. Así, 
por ejemplo, frente a la pregunta sobre el reconocimiento de organizaciones vecinales, une de les 
vecines plantea que “sí, sé que se están juntando, pero siempre son los mismos, los que quieren 
sacar provecho” (Encuesta relevamiento socio sanitario, 2018). Esta forma de concebir a la 
A.C.E.T. se relaciona directamente al discurso desplegado por la empresa en uno de los 
documentos que envió a las familias luego de las múltiples manifestaciones, donde plantea: 
Cumplo con enviarles esta carta con motivo de los distintos intentos de algunas personas los 


cuales a veces ni siquiera siendo clientes de la empresa intentan transmitir constantemente 


intranquilidad a todo el barrio, mejor dicho 8 o 10 personas que ni siquiera cumplen con sus 
obligaciones de pago y que se dedican constantemente a generar situaciones de inseguridad por 


un supuesto remate del cual ni siquiera existe fecha del mismo. (Carata Eco Tierra S.A., 2014, 
p.1) 


Se entiende que estos discursos se construyen socialmente y se interiorizan en el sentido 
común de las personas, el cual no es unívoco, sino que depende de las situaciones de vida y de las 
diferencias en relación a sus significaciones, de las posiciones que ocupan en el espacio social de 
acuerdo al género, la generación y el sector social al que pertenecen. 

A partir de lo anterior es que entendemos a Eco Tierra bajo la categoría de territorio 
propuesta por Fernández (2008), quien lo comprende como una compleja unión del espacio social 
y el espacio geográfico; en tal sentido, los espacios donde las personas desarrollan su hábitat se 
encuentran atravesados por multiplicidad de actores, tramas de relaciones sociales y constantes 
luchas de intereses, y ello junto a la propia complejidad del ambiente. 

Por lo tanto, se puede decir que el territorio es “(...) creado originalmente por la naturaleza 
y transformado continuamente por las relaciones sociales. El territorio es una fracción del espacio 
geográfico a partir de diferentes relaciones sociales” (Fernández, 2008, p.2). De esta manera la 
noción de territorio complejiza nuestra mirada a partir de recuperar no sólo una dimensión material, 
sino también una simbólica. 
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En este sentido en el artículo “Un mundo en busca de otras territorialidades”, Porto 
Gonçalves (2016) destaca que el concepto de territorio “implica la lucha por la tierra. Es decir, 
incluyen la tierra, pero va mucho más allá de la tierra en sí misma. La lucha es por dar un sentido 
a su lugar en el mundo, es una politización del sentido de vivir y valorar su territorio” (p.3). 

Considerando los contextos macro y micro que son transversales a nuestra práctica de 
intervención se entiende que la cuestión socio-ambiental en el territorio se configura de una manera 
particular. Las singularidades de quienes habitan el territorio, como así también las perspectivas 
que estes tienen en relación al ambiente, responden a las lógicas del sistema capitalista- 
extractivista fundado en perspectivas científicas de corte positivista, lo cual se torna eje central 
para el análisis acerca de la inexistencia de problematización socio ambiental por parte de las 
familias de Eco Tierra. Esto se constituye en el objeto de intervención y sistematización. 

Como grupo y a partir de la demanda realizada por el Centro de Salud n°90 desde donde 
nos insertamos, se decidió avanzar en la dilucidación de las necesidades de les sujetes de 
intervención, y sobre todo en la pregunta acerca del lugar que ocupa la cuestión ambiental en las 
familias que habitan el territorio. En relación a ello, surge otra vez la pregunta sobre por qué no es 


hoy una cuestión que se encuentre problematizada, contribuyendo a que les sujetes mantengan una 


posición pasiva en relación a los múltiples efectos que la contaminación trae a la salud. 


2.1Escenario Institucional 


2.1.1 Centro de Salud n°90 y la Atención Primaria de la Salud 

Ambiente y salud no se pueden abordar como dimensiones aisladas, sino todo lo contrario, 
ya que se relacionan, se retroalimentan y se auto determinan. Es difícil pensar en un estado de 
salud pleno cuando existen múltiples contaminaciones en los territorios donde se habita. Por lo 
tanto, tampoco se puede percibir a la salud como un aspecto meramente biológico, ya que como 
hemos venido desarrollando, la salud y el ambiente están atravesados por condicionantes 
biológicos, pero también sociales, políticos, económicos y culturales. 

En lo que refiere a salud, tal como sucede con ambiente, existen diferentes formas de 
entenderla, pero en general, un gran sector de la sociedad la concibe desde aquel modelo de 


explicación propio de la medicina que emergió en el siglo XIX, cuando el conocimiento 
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científico de corte positivista cobró gran significación social. A este paradigma se lo reconoce 


como modelo médico hegemónico. 

Desde aquí se considera a la salud como la mera ausencia de enfermedad. Ferrandini (2010) 
plantea que “(...) la enfermedad es el efecto de la invasión de un enemigo externo. El trabajo en 
salud consiste fundamentalmente en eliminarlo (...)” (p. 65). En este paradigma se piensa a la 
medicina como el único y mejor campo profesional que podría abordar la salud de las personas, 
ya que, a partir de diferentes métodos hace posible la cura del sujete que se encuentre enferme. La 
enfermedad es vista como un problema individual, donde el paciente es culpable de su 
irresponsabilidad por no cuidar su cuerpo. Aquí se considera a les sujetes como seres pasives que, 
por su condición de enfermedad, deberán seguir las indicaciones que le profesional indica, puesto 
que este último es considerado como curador y dueñe de la verdad absoluta. 

Entender la salud relacionada meramente a las enfermedades, lleva a considerar cada 
situación de manera aislada, cuando en realidad, tal como lo plantea la epidemiología crítica, la 
salud se encuentra atravesada por diferentes dimensiones económicas, culturales y sociales, las 
cuales determinan diversas formas de vivir, enfermar y morir. Por lo tanto, se deberán tener en 
cuenta las condiciones en las que se encuentra cada persona, considerando otros factores no menos 
importantes como la educación, el empleo, las condiciones laborales, el medio laboral, la vivienda, 
el medio ambiente y los diversos aspectos de la cohesión comunitaria. De esta manera, se apuesta 
a una mirada integral, abarcando tanto lo social como lo biológico, obteniendo así una visión más 


compleja del proceso salud-enfermedad de las comunidades. 


El contexto es clave tanto para comprender las situaciones de salud de las poblaciones, 
como para realizar un análisis de la cuestión socio-ambiental. En el caso de Eco Tierra, resulta 
imposible pensar en el ambiente sin remitirnos a la salud y viceversa, no es posible pensar en la 
salud aislada del ambiente que les atraviesa. Es decir, se requiere llevar a cabo un análisis complejo 
que abarque las características propias de ese territorio, de ese sector social que lo habita, de las 
decisiones que han tomado a lo largo de la historia quienes detentan el poder, como así también 
las medidas que desplegaron las familias que lo habitan. Además para pensar al ambiente y su 
relación con la salud, se debe remitir al Centro de Salud n°90 desde donde nos insertamos para 
llevar adelante las prácticas pre profesionales, puesto que se trata de la institución efectora de salud 


más cercana al territorio, ubicada en el barrio Ituzaingó Anexo, territorio vecino a Eco Tierra. 
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Además de ser la institución más cercana para les vecines del territorio, el surgimiento de 


este refiere a un acontecimiento dentro de la historia del territorio, ya que emerge a partir del Plan 
de Acción de Barrio Ituzaingó Anexo que surgió de las múltiples acciones colectivas que se 
llevaron adelante para enfrentar las problemáticas ambientales del barrio. 

Esta lucha estuvo encabezada por les reconocides Madres de Ituzaingó Anexo, quienes 
comenzaron a notar que algo extraño estaba pasando en el barrio, puesto que enfermedades como 
diferentes tipos de cáncer, diabetes, hipertensión, abortos espontáneos, entre otros, eran cada vez 
más frecuentes. A partir de sus propios conocimientos, la organización comenzó a relacionar las 
patologías con la fumigación que se venía desarrollando desde la década del 60 en el territorio 
colindante donde actualmente se asienta Eco Tierra. Dicha organización, en el 2002, realizó un 
relevamiento de casos diagnosticados, en revista Pueblos Fumigados, Rulli (2009) destaca que “las 
tazas registradas arrojaron que el 4% de los habitantes del barrio tienen algún tipo de enfermedad 
oncológica” (s.p.). 

Más tarde, en el 2004, un estudio epidemiológico-ambiental de Barrio Ituzaingó Anexo 
“demuestra que las causas de las altas tasas de enfermedades graves registradas en el primer barrio 
no podían ser atribuidas a factores socioculturales, sino que debían estar provocadas por factores 
ambientales” (Barri, 2010, s.p.). Además en el año 2005 se realizó otro estudió dirigido a la 
población infantil del barrio, el mismo detectó que de una muestra de 30 niños 23 contenían valores 
de plaguicida en sangre, superiores a la mínima tolerada. Luego de comprobarse dicha relación la 
Municipalidad de Córdoba dispuso la instalación de una institución efectora de salud en el barrio, 
constituyéndose, más tarde, en el actual Centro de Salud n°90. 

Si se comprende el contexto socio histórico que atraviesa a esos territorios, se puede 
encontrar una relación directa entre la salud y el ambiente. No obstante, el desafío se encuentra en 


cuestionar la mirada biologicista, dando paso a una perspectiva integral y compleja, lo cual invita 


a reflexionar sobre aspectos de la vida que escapan al plano biológico, y que también se ven 
afectados por las lógicas mercantilistas y los conocimientos hegemónicos. 

Las problemáticas socios-ambientales se deben analizar en estos términos, puesto que “hay 
una diferencia esencial entre plantear el proceso biológico humano como un fenómeno natural y 
postular, que aun siendo un proceso biológico, asume formas históricas específicas” (Almada, 


1990, p.121). Por lo tanto, a pesar de que entre los problemas de salud provenientes del 
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cultivo de soja, encontramos una multiplicidad de enfermedades que remiten meramente al plano 


biológico. 

También se necesita conocer el contexto que atraviesa cada persona portadora de la 
patología puesto que, como se ha mencionado, el sistema capitalista extractivista impacta en la 
cultura, en la forma particular de cada comunidad de percibir y relacionarse con el ambiente y su 
salud. Esta situación violenta no solo la tierra y sus cultivos, afectando a las personas, sino que 
además impone cierta lógica de acumulación, por encima de las necesidades y derechos de las 
comunidades. Esta lógica presupone la única opción para el desarrollo y progreso, aniquilando 
costumbres, prácticas y conocimientos propios del lugar. 

Ferrandini (2010) propone una definición de salud, diferente al paradigma médico 
hegemónico, donde se la entiende como la capacidad de lucha individual y social contra las 
condiciones que limitan la vida. Es decir, propone que las personas son sujetes actives, portadores 
de potencialidades, deseos, herramientas y capacidades para transformar sus condiciones de vida. 
No se trata de sujetes pasives culpables de sus enfermedades, que para curarse deben recepcionar 
las indicaciones que les profesionales hacen a partir de tratamientos médicos. 

Desde esta concepción se entiende la movilización que desplegó este grupo de mujeres 
como un claro reflejo de aquello que Ferrandini plantea acerca de concebir a la salud en términos 
positivos. Presenta a la misma como una dimensión de la vida transformable, lo cual es posible a 
partir de la problematización de la realidad y la lucha que desplieguen las personas o comunidades 
en pos de alcanzar aquello que -en este caso les vecines- consideraran como limitaciones para la 
reproducción cotidiana. 

En lo que refiere a problemáticas socio-ambientales, la movilización y acción colectiva 
juegan un papel indispensable. Cuando las cuestiones de orden individual alcanzan reconocimiento 
social se abre paso a la consolidación de la ciudadanía ambiental, poniendo al Estado como 
responsable de las demandas. Sin embargo, a pesar de que dicha problemática es parte de la agenda 
pública estatal, los avances en términos de derechos son limitados. Los nuevos movimientos 


sociales, tales como Madres de Ituzaingó Anexo, buscan reflexionar y deconstruir aquellas 


concepciones que construyeron las ciencias positivistas en relación con ambiente, la salud, el 
territorio y la comunidad; cuestionando así aquellas significaciones que han adquirido enorme 


legitimidad por parte de la sociedad y del Estado. Se puede inferir que estos 
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movimientos sociales, tal como lo plantea Melucci en Salazar (2007) son agencias de significación 


colectiva, puesto que “difunden nuevos significados en la sociedad, y como sistemas de acción y 
mensajes simbólicos desempeñan un papel significativo en las sociedades complejas” (p.47). Por 
lo tanto, dichos colectivos sociales representan un actor fundamental en la problematización de la 
cuestión socio-ambiental y la desnaturalización de la salud como mera ausencia de enfermedad. 
Las instituciones efectoras de la salud pública, entonces, juegan un papel fundamental, 
puesto que la manera en que conciben a la salud, a las personas y al ambiente, marcará el 
posicionamiento en cuanto al despliegue de las estrategias e intervenciones. Frente a ello Ferrara 
en revista Heroínas (2013), plantea que: 
No se trata de eliminar microbios, ni de enseñarle a la gente cómo tiene que vivir, ni de alcanzar 
un estado imposible. Se trata de la capacidad de luchar, de desear cambiar lo que produce 
sufrimiento, lo que limita la vida. Para eso es necesario asumir el protagonismo de la propia 
vida y encontrarse con otros. Para eso es necesario constituirse como sujeto y luchar para que 
los otros también lo sean. Trabajamos entonces para que todos ganemos control sobre nuestras 


propias vidas. (s.p) 


Entre las conquistas alcanzadas en Ituzaingó Anexo, en el año 2002 se promulgó la 
ordenanza municipal n° 10505 sancionada por el Concejo Deliberante de la Ciudad de Córdoba, 
que declaró al barrio Ituzaingó Anexo como zona de emergencia sanitaria. Esto implicó que los 
organismos gubernamentales estuviesen obligados a dar respuestas inmediatas a las condiciones 
que afectaban notablemente la salud de las personas. Dicha situación está directamente relacionada 
al reconocimiento del derecho a vivir en un ambiente sano, y el derecho a la salud, ambos 
incorporados en la Constitución Nacional a partir de la reforma del año 1994. El derecho a la salud 
será analizado con mayor precisión, deteniéndose en el escenario particular donde se intervino, a 
partir de la estrategia de atención primaria que es la política con mayor nivel de consenso a nivel 
internacional mediante la cual se busca garantizarlo. 

A partir de dicha ordenanza se dispuso la realización de un censo de patologías. Se 
conformó un centro de información con el fín de mantener informades a les vecines de las medidas 
preventivas y acciones que se ejecuten, como así también, se acordó llevar adelante las políticas 
mediante la articulación con organismos provinciales. Además, se emprendieron diferentes 


acciones para remediar las condiciones ambientales del territorio tal como se 
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mencionó en el apartado anterior. Dichas medidas reparatorias han generado grandes cambios en 


la salud de las personas, de hecho, a partir de exámenes de sangre posteriores se pudo comprobar 
que los niveles de contaminación de les mismes habían bajado. Así le encargade del Centro de 
Salud n° 90 manifestó que: “Los últimos estudios que se hicieron con respecto a la primera toma 
de biomarcadores - que son todos los exámenes de contaminantes en sangre que tiene una persona- 
, demostraron que habían bajado sensiblemente los niveles y que esos valores estaban dentro de lo 
esperable”. (Entrevista personal, 20 de junio 2018) 

Cabe destacar que el contexto macro político del sistema de salud de Córdoba se encontraba 
descentralizado, puesto que, para el año 1996 el gobierno provincial, gobernado en aquel tiempo 
por Ramón Mestre, había realizado la descentralización de la totalidad de los efectores de primer 
nivel del sistema de salud desde el gobierno central a los gobiernos locales. Esta situación provocó 
que quedaran bajo influencia del gobierno provincial las instituciones de segundo y tercer nivel. 
Esta lógica estatal fue adoptada por la Secretaría de Salud y Ambiente Municipal, obteniendo la 
capacidad de decisión e incidiendo según sus propios criterios en la distribución de los fondos 
destinados al suministro de insumos y medicamentos, equipamiento y reorganización del personal 
de salud, en pos de mejorar la calidad del sistema de salud y las condiciones de vida de la población. 
Sin embargo, la descentralización organizativa no estuvo acompañada de la financiera, puesto que 
se trataba de un período donde la crisis económica era sumamente notoria. La provincia no contaba 
con los fondos necesarios para seguir abasteciendo a todo el sistema de salud y esa fue la razón 
por la cual se hizo un traspaso de poderes a los gobiernos locales. 

La exigencia que traía consigo la situación de emergencia sanitaria de Ituzaingó Anexo, 
llevó a que la Secretaría de Ambiente y Salud disponga, en el año 2004, la creación de una Unidad 
Primaria de Atención de Salud (UPAS). La misma funcionó en sus inicios en una vivienda 
alquilada por la municipalidad, donde se contaba únicamente con la presencia de dos profesionales 
de salud: une medique y une enfermera. Esta situación ejemplifica las lamentables condiciones 
existentes para abordar la salud de la población, la cual fue creciendo producto de la configuración 
de nuevos asentamientos en los territorios vecinos. El crecimiento también se debió a la crisis que 
se reflejó en el cierre de otros dispensarios cercanos o en el agotamiento de los recursos 


disponibles, lo cual implicó notable en la demanda que llegaba a solicitar la atención médica. 
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Finalmente, en el año 2006, el UPAS se constituyó en un centro de salud, es decir en el 


actual Centro de Salud n° 90, que depende de la Secretaría de Salud Municipal y es coordinado, 
planificado, organizado y controlado por la Dirección de Atención Primaria de la Salud (DAPS), 
la cual define, actualiza y supervisa los programas que se implementan en las instituciones 


efectoras de salud del primer nivel. 


Dicho organismo, como así también el Centro de Salud n°90, se encuentra enmarcado en 
la estrategia de atención primaria de la salud (APS). APS tiene sus orígenes en el año 1978, cuando 
los diferentes países, incluyendo Argentina, participaron de la Asamblea General de la OMS de 
Alma Ata, realizada en Kazajistán. 

Es en esa asamblea que se buscó diseñar una estrategia que respondiera al objetivo del 
milenio, relacionado con garantizar el pleno goce del derecho a la salud de todes les ciudadanes. 
A raíz de ello, la APS fue considerada como la política de salud con mayor nivel de consenso a 
nivel global, que llevaría a transformar las situaciones de los sistemas de salud y mejorar las 
condiciones de vida de las comunidades con el abordaje de las múltiples desigualdades que se 
reconocen con relación al goce del derecho a la salud, el cual es considerado en Argentina y por 
lo tanto en Córdoba, como un derecho incompleto. Por esta razón, se tornó necesario readecuar y 
reorganizar los recursos físicos, materiales y humanos, lo cual llevó a establecer diferentes 
niveles de complejidad. Estos refieren a “una forma escalonada de organización y prestación de 
los servicios de salud para lograr un equilibrio en su cantidad y variedad disponibles para 
satisfacer las necesidades de la población” (Ase y Burijovich, 2009, p.33). 

El Centro de Salud n° 90 se ubica, en este sentido, en el primer nivel de atención, el cual 
comprende aquellas acciones más elementales o básicas del sistema. El Ministerio de Salud 
Provincial plantea, entonces, que se trata de: 

La puerta de entrada a la red de servicios o sistema en la mayoría de los casos. Realiza, entre 
otras, acciones de promoción y protección de la salud, así como diagnóstico temprano de daño, 
control de la población e internación para la atención de pacientes con bajo riesgo. (Ministerio 


de Salud de la Provincia de Córdoba, 2010) 


Desde la lógica de APS se plantean, como base de implementación, una serie de principios 
a los cuales las políticas públicas de las naciones adheridas deben responder. Sin embargo, en 
países como Argentina, el contexto de ajuste estructural promovido por las 
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instituciones financieras internacionales como el FMI y el Banco Mundial -que cobró mayor fuerza 
desde la década del 90-, ha obstaculizado la propuesta original, dando paso a una política de salud 
selectiva. La misma reduce la atención a aquellos problemas más urgentes relacionados con las 
altas tasas de mortalidad. En relación con esto, Ase y Burijovich (2009) sostienen que “el enfoque 
multicausal y de largo plazo en salud, es remplazado por un enfoque de problemas (patologías) 
concretado en una yuxtaposición de programas restringidos, verticales y de corto plazo” (p.36). 

Dicha concepción da cuenta de que las políticas públicas dejan de concebir a la salud desde 
una perspectiva integral, limitando las intervenciones a aquellas necesidades de mayor urgencia, 


relacionadas por lo general a la atención de enfermedades. Por esta razón, el Centro de Salud n°90 


en sus inicios, dirigió una intervención fuertemente direccionada a la cuestión socio ambiental que 
atravesaba en ese momento al barrio Ituzaingó Anexo. Esta incluía el diagnóstico de enfermedades 
y el seguimiento de los casos en vistas de alcanzar la cura de las mismas. Sin embargo, dicha línea 
de acción hegemónica direccionada al abordaje de los procesos de salud 

enfermedad, posteriormente pasó a ser una línea subalterna para la institución que la mantuvo un 
sector del equipo; es así que podemos ver como en años anteriores se realizaron experiencias en 
territorio Eco Tierra trabajando esta temática. 

Por lo tanto, si bien la estrategia, tal como se planteó en sus orígenes, se vio condicionada 
en su desarrollo por los modelos de Estados y las características de las políticas públicas de nuestro 
país, se puede inferir que, en lo que refirió particularmente al abordaje de la cuestión socio- 
ambiental, el Centro de Salud n°90 llevó adelante una intervención que reflejó en su momento la 
introducción de algunos de los principios propuestos por la APS. No obstante, al tratarse de una 
política selectiva, más tarde se vio obstaculizada y en la actualidad no existen intervenciones 
específicas dirigidas a dicha problemática. Los principios con los cuales se analiza son: el principio 
de regionalización, integralidad, participación comunitaria, trabajo en equipo e intersectorialidad. 

Desde el principio de la regionalización se propone alcanzar intervenciones dirigidas a las 
necesidades propias de las comunidades, entendiendo que cada una de ellas tiene sus propias 
características y por lo tanto las instituciones de salud deben conocerlas para así realizar una 
atención acorde a las mismas. De esta manera el Programa de Capacitación en Análisis e 


Implementación de Políticas de Atención Primaria de la Salud plantea que: 
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La situación de salud de la población se analiza de acuerdo con el perfil de riesgos 


epidemiológicos, la priorización de esos riesgos y los recursos disponibles a nivel local. Esta 
información permitirá la constitución de redes de servicios referenciales y contra referenciales 


con niveles de complejidad creciente según lo indica el enfoque de niveles de atención. (s.f., 
p.8) 


En lo que refiere al Centro de Salud n° 90, se puede observar que este principio fue 
fundamental al momento de su surgimiento, puesto que como se ha mencionado, se ubica en un 
barrio que se caracteriza por la lucha socio-ambiental que tuvo como objetivo principal exigir 
directamente al Estado respuestas urgentes que garanticen mejorar las condiciones de vida de la 
población. 

De esta manera es que el Centro de Salud, en sus inicios, dispuso una política dirigida a la 
atención de las necesidades que el contexto ponía en escena; constituyéndose en un actor 
fundamental para dar paso a un Estado presente en materia ambiental. Uno de los aportes estuvo 


dirigido, principalmente, a otorgar cierta cuota de legitimidad a los datos que probaban la situación 


de emergencia sanitaria del barrio. A pesar de que les Madres de Ituzaingó Anexo 

habían presentado en la municipalidad un plano de la zona donde se registraban los casos de 
enfermedades relacionadas a la contaminación ambiental, este no fue suficiente para que el Estado 
se responsabilice, puesto que desde allí se planteaba la necesidad y obligación de incluir informes 
basados en lógicas cientificistas. 

La deslegitimación del conocimiento producido por les mujeres del barrio se encuentra 
relacionada con que en nuestras sociedades el conocimiento científico moderno - experimental de 
corte positivista- es el referente del conocimiento legitimado, y dentro de sus lógicas se le niega 
validez a otros modos de producir conocimiento y a les sujetes que lo elaboran. 

En esta línea, de Sousa Santos (2006) sostiene que en nuestras sociedades existen diferentes 
maneras de invisibilizar a otras racionalidades no hegemónicas. Una de ellas tiene que ver con la 
idea de que el único saber riguroso es el saber científico. De esta manera, muchas realidades 
basadas en conocimientos populares quedan fuera de las concepciones científicas, debido a que 
todas las prácticas sociales que no se organizan según este tipo de conocimientos no son creíbles 


y no existen. 
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Frente a la necesidad de validar los datos, en el año 2008 se llevó adelante una Audiencia 


Pública donde participaron autoridades de las áreas de Salud, Ambiente y Desarrollo Urbano, el 
equipo de profesionales del Centro de Salud n° 90, docentes de la escuela del barrio y vecines. 

En este espacio de debate y toma de decisiones, quedó reflejado otro principio propuesto 
por la APS, el de la intersectorialidad, que significa “un principio de colaboración y coordinación 
entre todos los órganos relacionados con la salud directa o indirectamente, permanente o 
temporalmente” (Programa de Capacitación en Análisis e Implementación de Políticas de Atención 
Primaria de la Salud, s.f., p.9). Este principio es un factor fundamental para poder pensar en una 
intervención de la salud, que incluye no solo la dimensión biológica, sino también los aspectos 
sociales, puesto que las problemáticas se caracterizan en general por su complejidad, lo cual 
merece un abordaje que ponga en juego las diferentes miradas y saberes, para así abrir paso a 
respuestas globales; esto refiere al principio de la integralidad que propone la estrategia. 

Desde allí, se propusieron diversas medidas para enfrentar la problemática, lo cual 
posibilitó, en el año 2009, el surgimiento de un proyecto de salud denominado Plan de Acción de 
Barrio Ituzaingó Anexo, el cual fue financiado por el entonces Ministerio de Salud de la Nación. 
El mismo establecía la necesidad de llevar a cabo un trabajo interdisciplinario, para ello se 
contrataron tres médiques, une comunicadore social, une epidemiólogue y une trabajadore social. 


El abordaje incluyó un relevamiento sanitario, ambiental y social que abarcó la totalidad de 


la población habitante; un estudio de biomarcadores y una vigilancia epidemiológica que permitió 
actualizar el registro de patologías trazadoras —onco hematológicas, autoinmunes, tiroides, 
diabetes y mal formaciones. 

A través del relevamiento se buscó elaborar un diagnóstico que incluyó conocimientos 
propios de la medicina. Se registraron las patologías, que posteriormente fueron acompañadas de 
un seguimiento por parte de les médiques. Les mismes se encargaron de administrar el acceso a la 
medicación correspondiente para cada paciente, programar consultas de control médico, además 
de asegurarse que las personas accedieran a las diferentes instituciones donde se realizaron los 
estudios médicos necesarios. Puesto que al tratarse por lo general de enfermedades de alta 
complejidad, les pacientes debían acudir a otras instituciones de segundo o tercer nivel. 

Asimismo es importante destacar la participación de las ciencias sociales, puesto que desde 
allí se abrió paso a una intervención. La misma incluyó un análisis científico sobre las 


representaciones de les vecines en relación a la situación socio-ambiental y sanitaria, sus 
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preocupaciones, las percepciones de los problemas y sus necesidades. Estas cuestiones son parte 


del contexto socio sanitario e impulsan a pensar soluciones integrales, más factibles y acorde a las 
condiciones propias de la comunidad. Esto se visualiza en las conclusiones del informe del 
proyecto, donde se plantea que “la identificación de determinadas problemáticas nos ha permitido 
planificar y poner en marcha acciones tendientes a mejorar las condiciones sanitarias y de vida en 
general de la población” (Plan de Acción de Barrio Ituzaingó Anexo, 2012). 

De esta manera queda reflejado el principio relacionado al trabajo en equipo, lo cual se 
corresponde directamente con la perspectiva de salud integral, ya que remite a que el abordaje de 
los problemas de salud “deberá realizarse a través de equipos interdisciplinarios conformados por 
médicos, enfermeras, trabajadores sociales, psicólogos, entre otros, a los que deberán sumarse los 
miembros de la propia comunidad” (Programa de Capacitación en Análisis e Implementación de 
Políticas de Atención Primaria de la Salud, s.f., p.9). Por ende, al dejar de considerarse los 
problemas de salud desde la mirada del paradigma hegemónico se abre paso no solo a pensar a la 
interdisciplinariedad como una estrategia necesaria de intervención, sino también de resistencia a 
las improntas del positivismo que fomenta la parcialidad y fragmentación del conocimiento. 

En palabras de Follari, en Cazzaniga (2002) “lo interdisciplinario es la conjunción de 
lenguajes diferentes, que hablan de cosas distintas, en términos diferentes y por lo tanto implica un 
arduo esfuerzo, mancomunar puntos de vistas, acercar diferencias de significado de las palabras y 
construir un marco” (s.p). De lo que se trata es de poder avanzar hacia una perspectiva que aborde 
la complejidad de los problemas sociales a partir de la contención grupal de les profesionales. 


Además, como se ha mencionado, ninguna intervención podrá configurarse sin la 


participación de la comunidad, puesto que de lo contrario puede alimentarse el riesgo de que el 
poder otorgado a les profesionales, sea usado contra los propios intereses de la comunidad, 
alcanzando en ocasiones la anulación de otras formas de transitar los procesos de salud 
enfermedad. En relación con ello, se pueden retomar las ideas que propone Fraser (1991), al 
plantear que los discursos de les expertes conllevan a considerar a les sujetes como seres pasives, 
que se apropian de esas verdades, en vez de cuestionar y problematizar por sí mismes la realidad 
que les rodea. 
Desde este posicionamiento, se cree que para generar conocimiento crítico y 


transformador de la realidad, se deben ampliar los criterios de verdad, dando lugar a otros 


43 
saberes y prácticas no legitimadas científicamente y que mucho tienen por aportar en el análisis de 


los territorios. Por lo tanto, no se puede reducir el análisis de la cuestión socio-ambiental y sanitaria 
meramente a las conclusiones propuestas por expertes de las ciencias naturales; sino que también 
se torna de suma importancia la problematización de la población, la lucha colectiva y la inclusión 
de otras ciencias como las ciencias sociales. En relación con ello, desde el informe de Plan de 
Acción de Barrio Ituzaingó Anexo (2012) se plantea que: 
Esto nos habilita para pensar nuevas formas de intervención comunitaria, entendiendo a la salud 
en un sentido amplio, que incluye, además de una buena calidad de vida y una buena relación 
entre personas, una progresiva participación activa de la comunidad en el diseño sanitario de su 


entorno ambiental, social, cultural, económico, etc. (p.23) 


El principio de la participación comunitaria que propone la APS se plantea desde un sentido 
amplio, refiriéndose a la necesidad de que la comunidad entienda a la salud como un espacio de 
lucha, para alcanzar protagonismo en la toma de decisiones y así ser parte de la definición y 
moldeamiento de la política pública. En este sentido, los efectores de salud deben impulsar a la 
comunidad con el fin de que participe en el proceso de planificación, implementación, control y 
evaluación de los programas de salud. 

Si bien al principio de la lucha comunitaria, el Centro de Salud n°90 llevó adelante medidas 
que promovieron la participación, tal como fue la construcción y puesta en marcha del plan de 
Ituzaingó Anexo, éste quedó desfinanciado y, por lo tanto, la cuestión socio-ambiental dejó de 
abordarse tal como lo venían haciendo desde esta política. 

En relación con ello se pueden retomar las palabras de une profesional que fue parte del 
proyecto y que en la actualidad es parte del equipo de médiques del Centro de Salud n°90: “en 
realidad no lo pudimos seguir, se nos fue desarmando el equipo, los recursos se acabaron y... la 
demanda nos terminó absorbiendo” (Entrevista personal, 19 de junio2018). 


Esto sucedió debido a que aquelles trabajadores que habían sido contratades por el 


Ministerio de Salud de la Nación, debieron abandonar sus puestos de trabajo, lo cual implicó que 
la demanda que existía para ese grupo de salud, ahora debía ser atendida por menos cantidad de 
profesionales. Esta situación se constituyó en un problema de sobredemanda que se reconoce aún 
en la actualidad, superando los recursos disponibles. 

A partir de lo anterior, el Centro de Salud n°90 quedó conformado por tres médiques 
generalistas de la salud, une ginecólogue, une médique pediatra, une trabajadore social, tres 
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enfermeres, une médique fisioterapeuta, une empleade de administración, dos empleades de 
maestranza y dos personas encargadas de la guardia de seguridad. 

Dicha configuración del personal de salud es un claro reflejo del contexto macro político, 
puesto que el equipo profesional que conforma al primer nivel municipal de la salud, se encuentra 
constituido en su mayoría por profesionales de las ramas de las ciencias biologicista, y con menor 
inserción de profesionales de las ciencias sociales. Frente a ello, une profesional de la institución, 
plantea en una entrevista, que a nivel municipal “hay 98 centros de salud y los equipos están 
compuestos por 900 enfermeras, 600 médicos/as, aproximadamente 17 o 18 psicólogos/as y en 
territorio 13 trabajadores sociales”. (Entrevista personal, 22 de junio 2018) 

Esto demuestra que la política, tal como lo plantea el modelo médico hegemónico, está 
mayormente orientada a la atención de la enfermedad, lo cual se refleja en la mirada focalizada de 
las políticas públicas que integran al sistema de salud, las que priorizan acciones destinadas a 
grupos específicos de la población a partir de la incorporación de determinados programas 
sanitarios. 

El carácter focalizado que adquirieron las políticas sociales se acopló a la conceptualización 
de la atención primaria selectiva, la cual, como ya se mencionó, está estrechamente ligada al 
contexto sociopolítico y económico que atraviesa a nuestro territorio argentino. El mismo, se 
encuentra fuertemente marcado por el desfinanciamiento de la salud pública, producto de la 
incidencia de organismos internacionales como FMI Y BM, que dentro de los lineamientos que 
definieron para las salidas a la crisis económica, impulsaron la reducción del Estado en materia de 
salud pública. 

Esto último dio mayor protagonismo al mercado en las intervenciones y configuraciones 
de la política sanitaria. Así, bajo sus propios intereses, el derecho a la salud se vio altamente 
vulnerado y el principio de la participación comunitaria perdió centralidad en la definición de las 
políticas públicas. El abordaje se suplantó por una lógica de políticas verticales y focalizadas, 
“socavando la posibilidad de que los sujetos recreen su derecho natural a decidir sobre su propia 
vida y la importancia de participar en la toma de decisiones y la planificación de su salud” (Lafit, 
2016, p.14). 


Con estos criterios macro políticos se configuró el escenario del Centro de Salud n°90 que, 


a pesar de que en sus inicios llevó adelante una política socio-ambiental con apertura a la 


comunidad, en la actualidad se despojó de este principio, y puso foco en la atención de las 
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necesidades de salud, entendidas bajo miradas biologicista, medicalizantes y selectivas. Las 


intervenciones, entonces, se centraron en el despliegue de los siguientes programas definidos por 
la DAPS: programa de diabetes, hipertensión, hipertiroidismo, control de crecimiento y desarrollo 
para niñes entre 0-6 años y control de embarazo. 

A pesar de que las miradas e intervenciones de corte biologicista son las que mayormente 
se reflejan en la institución, se debe destacar la importancia que tiene, en este espacio, la presencia 
de profesionales que se posicionan desde un enfoque integral de la salud, puesto que son elles 
quienes ponen en constante movimiento la concepción sobre la salud y sobre la interpretación de 
las necesidades de la comunidad. Por lo tanto, se puede deducir que en el Centro de Salud n°90 se 
encuentran dos miradas en constante puja. Quienes parten desde un posicionamiento contra 
hegemónico sostienen que la atención en consultorios no es la única manera de abordar a la misma, 
sino que también es necesario desarrollar estrategias de promoción, prevención y participación 
comunitaria, para lo cual resulta necesario llevar adelante un trabajo territorial fuera de la 
institución. 

De esta manera se establece una división de tareas entre profesionales, puesto que en 
general, quienes son parte de las disciplinas provenientes de la medicina y priorizan la mirada 
selectiva de la APS, delegan el trabajo territorial a las ciencias sociales. Por lo tanto, la 
responsabilidad recae en quienes siguen apostando y disputando el trabajo comunitario, es decir le 
trabajadore social, une médique generalista y une enefermere, lo cual se refleja en la sobrecarga 
laboral que éstes tienen. 

Así, este grupo no solo tiene que atender la multiplicidad de demandas que se presentan en 
la institución, sino que también debe llevar adelante acciones tendientes a mejorar las condiciones 
de vida de las comunidades de sus áreas de influencia tales como: reuniones con les referentes 
territoriales, campañas de vacunación, entrevista con instituciones de zonas cercanas, talleres en 
la comunidad, entrevistas con miembres de los territorios, entre otras. Actividades que deben llevar 
adelante fuera del horario laboral, es decir, luego de terminar la jornada en la institución, fines de 
semana o feriados, lo cual refleja la flexibilización laboral puesto que se trata de tiempo de trabajo 
no reconocido en sus salarios. 

A modo de conclusión se puede decir entonces que, por un lado, la sobredemanda que 
atraviesa hoy al Centro de Salud n°90 sumado a la escasez de capitales disponibles en la institución 


-tanto económicos, como humanos y de tiempo- , como también la predominancia de 
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una perspectiva médica hegemónica que moldea a la política pública, terminan constituyéndose en 


barreras para pensar una intervención que incluya los principios de regionalización, participación 
y de integralidad. 

Lo último sucede puesto que la institución dirige sus estrategias a la mera atención de 
demandas inmediatas en consultorios, lo cual deja en segundo plano la intervención en los 
territorios, incrementando así la usual idea interiorizada de que el acercamiento a la población es 
posible sólo a partir de que las personas realicen una consulta médica en la institución de salud. En 
este sentido y en concordancia con Mahler (2008), en la entrevista titulada La atención primaria 
de salud cierra un ciclo completo, comprendemos que “la atención primaria de salud no tendrá 
éxito salvo que podamos conseguir la participación de personas, familias y comunidades, pero esta 
participación comunitaria sólo funcionará si se tiene el apoyo del sistema de salud.”*(Boletín de la 


Organización Mundial de la Salud, octubre 2018) 


2.1.2 Demanda institucional 

Debido a que en el Centro de Salud n°90 existen profesionales que plantearon la necesidad 
de producir un cambio paradigmático en relación con la salud, se realizó una demanda que buscó 
pensar estrategias que articulen saberes de expertes y propios de la comunidad. Esto se efectuó 
con el fin de abordar y problematizar otras aristas de la vida de las personas, que son tan 
importantes como la dimensión biológica. En relación a lo anterior, es relevante aquello que 
Rotondi (2013) plantea acerca de que “es de fundamental importancia abordar en el análisis quien 
realiza la demanda. En función de los diversos sujetos presentes en las organizaciones deberemos 
prestar particular atención a: qué individuo o grupo de la organización realiza la demanda.” (p.5). 
En nuestro caso, la demanda fue construida por le trabajadore social de la institución; esto reafirma 
la idea de su iniciativa de incorporar un trabajo comunitario con apertura a la participación 
comunitaria. 

De esta manera desde el área del Servicio Social se solicitó la realización de un seguimiento 
epidemiológico en la comunidad Eco Tierra. Se habla de un seguimiento ya que en 2016 
estudiantes de la carrera de Trabajo Social habían realizado un instrumento de recolección de datos 
dirigidos a las familias de este territorio, que permitió obtener información sobre las condiciones 
de vida de la población — relevamiento socio sanitario 2016-. Esto posibilitó el reconocimiento de 


las necesidades socio sanitarias existentes en ese momento. 
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El objetivo por parte de la institución sobre el primer relevamiento y la vigilancia 


epidemiológica estuvo dirigido a la construcción de un conocimiento que permita planificar 


estrategias de intervención que se adecuen a la realidad de la comunidad. Y se denomina 


epidemiológico porque, a partir de ello, se pretende registrar los efectos de los cambios que se dan 
a lo largo del tiempo en la comunidad. Estos cambios pueden estar relacionados a la frecuencia, 
distribución y determinantes de enfermedades, pero también pueden referirse a un cambio en la 
efectividad de una medida de prevención o un tratamiento realizado, entre otras cuestiones. 

Cabe destacar que el relevamiento socio sanitario desplegado en el año 2016 se constituyó 
como puerta de entrada al escenario territorial, ya que permitió conocer las situaciones socio 
familiar y territorial que habían sido registradas hasta ese momento. En ese año el estudio estuvo 
destinado a ochenta familias del territorio. Lo cual resultó inviable de repetir por nosotres, debido 
a los tiempos académicos de nuestra intervención. 

De esta manera es que se seleccionó una muestra representativa de la población de Eco 
Tierra, que quedó conformada por doce familias. 

Resulta significativo mencionar que al poner en marcha la encuesta, no solo se alcanzó la 
información que se aportó al Centro de Salud n°90, sino que además se constituyó en el principal 
acercamiento a la concepción que las familias tienen acerca del ambiente y la participación. Es 
decir, permitió dilucidar la estructura de necesidades y con ello comprender por qué la dimensión 
socio-ambiental no se constituye hoy en un problema para la población. 

A continuación daremos cuenta de los resultados que surgieron de los datos recabados 
durante la aplicación del instrumento construido para la vigilancia epidemiológica. Composición 


morfológica de las familias: 


Composicion Morfologica de las Familias 
de Eco Tierra 


Persatája de lanas epliadós 


Topos dr Liridadeos Therein 


Grafico n° 1 
En el presente gráfico, se observa que la morfología predominante en el territorio es la 


familia nuclear, entendiendo como tal a un “modelo tradicional de familia, compuesto por los 
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roles de padre, madre e hijos solteros” (González, Nucci, Soldevilla, Ortolanis y Crosetto, 1999, 


p 8). A su vez, el 25 % pertenece a familias ensambladas, es decir aquellas donde: Existen 
diferentes combinaciones de parejas de varones y mujeres que viven con hijos de parejas 
anteriores; en estas familias puede haber hijos de uniones anteriores de uno de los miembros de 


la pareja o de ambos, agregándole a veces hijos tenidos en común” (González et al., 1999). 


Por otro lado, existe solo una familia perteneciente a la clasificación unidad doméstica, es 


decir “(...) aquellos hogares formados por no parientes, que conviven bajo un mismo techo, tienen 


una economía en común y están relacionados entre sí por lazos de amistad, confraternidad y/o co- 
residencia transitoria, pudiendo tener algunos de ellos descendientes que cohabitan” (González et 
al., 1999). Lo mismo sucede con la cantidad de familias que están “compuestas por uno solo de 
los progenitores y sus hijos solteros” (González et al., 1999), es decir se registró una familia 


monoparental. 
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Grafico n° 2 

A partir del gráfico de pirámide poblacional se puede inferir que Eco Tierra es una 
población en vías de crecimiento, ya que la base de la pirámide es más estrecha que la punta. Esto 
se debe al número creciente de niñes, al bajo número de adultes tardíos (17%) e inexistente número 
de ancianos. Inclusive, se puede decir que la población continuará creciendo debido a que el 
territorio está conformado por familias jóvenes con personas gestantes que se encuentran en edad 


fecunda. 
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Se registró que un 33% de la población de Eco Tierra son niñes (1-12 años); se trata de la 


generación que aglutina el mayor número de personas, de las cuales un 15% son mujeres y un 
19% varones. Además se reconoció un 6% de recién nacides. 

Otra población elevada es la de adultez intermedia conformada por miembres de 30 a 40 
años de edad. Dicho grupo está constituido por un 25% de la población, de la cual el 15% son 
mujeres y un 10% varones. 

Por otra parte, se registra un número bajo de adolescentes (13-15 años), jóvenes (16-25 
años) y adultez temprana (26-29 años). En el primero se incluye un 4 % de la población, en este 
grupo se encuentra el mismo número de varones y mujeres. Mientras que del total de la muestra, 
un 8% pertenece a la generación jóvenes, siendo un 6% mujeres y un 2% varones. En cuanto, a la 
adultez temprana -8%- , un 6% son mujeres y un 2% varones. 


Grado de escolaridad: 


En el gráfico n°3 se pueden observar los datos obtenidos en relación al nivel máximo de 
instrucción que alcanzó cada miembre de las familias muéstrales. Así, del total de cuarenta y nueve 
personas que conforman a las familias de Eco Tierra, doce comenzaron el nivel secundario pero 
no alcanzaron su finalización, es decir, tienen el secundario incompleto. Esta categoría es la que 
predomina en las respuestas y pertenecen al 24,48 % del total de la muestra. De este último 
porcentaje, se registran seis personas que tienen en la actualidad entre 30 y 40 años, es decir adultes 
tardies; tres personas pertenecen a la generación de los 26 a los 29 años y otras tres personas tienen 
entre 41 y 64 años. 

En un polo opuesto encontramos que es nulo el número de miembres que se caracteriza con 
la categoría analfabetismo, es decir personas adultas que no saben leer ni escribir. Coincide con 
ésta nulidad la no existencia de personas con títulos terciarios y/o universitarios. 

Además, al tratarse de una población donde predomina demográficamente les niñes, es 
importante aclarar que todes aquelles que se encuentran en edad escolar están matriculades en 
instituciones educativas. Obteniendo entonces una cantidad de cuatro niñes que asisten al jardín; 
además otres cuatro que se encuentran cursando su nivel primario; mientras otres dos niñes ya 
completaron su primaria y continuaron con el cursado del nivel secundario. Cabe aclarar aquí que 
la mayoría de elles, por cuestiones de cercanía geográfica, asisten a instituciones de barrio 
Ituzaingó Anexo. Les restantes nueve niñes se encuentran no escolarizades por no cumplir con la 


edad obligatoria. Esto último lo podemos relacionar con la falta de instituciones maternales 
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públicas dentro del territorio, quedando delegado el cuidado de les mismes a les mujeres jefes de 


hogar, afirmándose así la lógica familiarista con la que rige la política estatal. Fuentes de 
ingresos: 

La principal fuente de ingresos a la que apelan las familias es el empleo remunerado, 
derivado de la inserción en el mercado de trabajo; este puede darse en condiciones de registro 
formal o informal. Se denomina empleo formal al que se encuentra regularizado mediante la 
celebración de un contrato entre le trabajadore y le empleadore, condición que se ajusta a los 
requerimientos de la ley. Este tipo de empleo es el menos frecuente dentro del territorio Eco Tierra, 
de un total de 23 personas trabajadoras solo el 17,39% se encuentran registradas formalmente. 

El empleo registrado informalmente es aquel que carece de un contrato celebrado 
legalmente entre las partes, y donde le empleade se encuentra al margen del control tributario y de 
la protección que, en materia laboral, le brinda la ley. Esto último, trae aparejado que tanto les 
trabajadores como sus familias queden limitades al acceso de ciertos derechos, tales como la 
cobertura de salud y riesgo de trabajo, descanso y vacaciones anuales pagas, aguinaldo, aportes 


jubilatorios, representación sindical, licencias por maternidad, paternidad, enfermedad, 


fallecimiento, matrimonio etc. 

En Eco Tierra el 82,6% correspondiente a la totalidad de personas trabajadoras (23) se 
encuentran empleadas de manera informal, puesto que son 19 personas quienes se ubican bajo esta 
condición. Cabe destacar que incluimos aquí, tanto a les trabajadores insertes en el ámbito público 
como también en el privado, es decir a les amas de casa. 

Se puede decir que la mayoría de los trabajos informales corresponden al trabajo 
doméstico, puesto que de 19 personas, 10 son ames de casa, es decir el 52,63 %. Quedando así el 
47,36% registrado informalmente pero realizando la actividad laboral fuera del ámbito privado. 

Ahora bien, teniendo en cuenta que los ingresos económicos de las familias de Eco Tierra 
provienen mayoritariamente de empleos informales y precarizados; y considerando además, que el 
trabajo doméstico no es reconocido ni remunerado, las familias deben complementar sus ingresos 
con otras fuentes, como las transferencias informales y formales del Estado. 

De los datos recabados sobre las transferencias, el 84,6% correspondió a las formales y 


solo el 15,38% a las informales; estamos convencides de que los datos no son cien por ciento 
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representativos de la realidad. Sucede que en ocasiones los trabajos de ayuda mutua se 


encuentran naturalizados y por lo tanto pierden visibilización y reconocimiento. Las 
transferencias informales tienen que ver con las relaciones de ayuda mutua, relaciones de 
intercambio y redes de solidaridad y cooperación, es decir “se trata de apelar a relaciones de 
parentesco, de amistad o vecindad existentes, de recrearlas o crearlas, todo lo cual significa un 
trabajo de relación, que pone en juego vínculos de solidaridad y reciprocidad” (Gonzálezet al., 
1999, p.50). 

En lo que refiere a Eco Tierra, los procesos de cooperación se ven reflejados al momento 
de construcción de las viviendas, ya que en la mayoría de los casos, fueron las familias quienes se 
ocuparon de la autoconstrucción de las mismas. De este modo, en algunos ocasiones, se puede 
apreciar, como amigues o familiares colaboraron ya sea a partir del trabajo de construcción, el 
cuidado de les niñes, préstamos económicos, entre otras acciones. 

Las transferencias formales refieren a aquellos programas y/o políticas provenientes desde 
el Estado. En Eco Tierra se pudieron reconocer en términos generales dos ejemplos claros, la 
Asignación Universal por Hijo-AUH- y el Programa Vida Digna. 

La AUH es una política que surge como extensión de las asignaciones familiares. La 
diferencia entre estas radica en que las últimas mencionadas están dirigidas a las personas 
trabajadoras que se encuentran empleadas en el mercado laboral formal. Mientras que a la AUH, 
pueden acceder aquelles progenitores que se encuentren bajo las siguientes situaciones: 


“desocupado, trabajador no registrado formalmente (sin aportes), trabajador del servicio 


doméstico, mono tributo social, inscripto en Hacemos Futuro, Manos a la Obra y otro programa de 
trabajo” (ANSES, s.f.). 

Si cruzamos la variable referida a la demografía del territorio, donde existe un alto número 
de niñes, con la variable referida a la condición de registro de los empleos, donde predomina el 
trabajo informal, podemos entender el porqué de la frecuencia de la AUH en Eco Tierra. 

Por su parte el Programa Vida Digna: 

Brinda asistencia económica a familias en situación de “carencia” de la provincia de Córdoba, 
a fines de que realicen mejoras edilicias en sus hogares. Podrán acceder los integrantes de 
hogares que vivan en condiciones de hacinamiento y/o no posean baños en las viviendas que 


habitan.(Gobierno de la provincia de Córdoba, s.f.) 
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Con esta política, el Estado financia los recursos materiales y las familias se ven obligadas 


a construirlas a partir de sus propios conocimientos. Ciertas veces también presentan deficiencias, 
ya que los recursos resultan insuficientes, o de mala calidad, o les sujetes no poseen los suficientes 
conocimientos para su realización, lo cual repercute a lo largo del tiempo en su reproducción 
cotidiana. Con ello, damos cuenta de que: 
(...) la imposibilidad en la que se encuentra el Estado Capitalista dependiente para resolver a 
través de sus políticas el problema de la vivienda, no surge de problemas técnicos, 
operacionales, o financieros, es estructural y remite a los límites en el que se mueve el Estado 


y sus políticas. (Cobos Padilla, 1987, p. 51) 


Inserción en el mercado laboral según el género: 


Una característica propia del sistema capitalista patriarcal y extractivista tiene que ver con 
la producción y reproducción de estereotipos genéricos, asignados y naturalizados socialmente. A 
partir de ello se visualiza una clara división del trabajo, donde se relega a le mujer a la esfera 
privada y doméstica, ocupándose tanto del hogar como de la infancia. El ámbito público, por su 
parte, tiene un significado privilegiado para les varones- padres- marides y autoridad, puesto que 
históricamente —aunque cada vez más disputado por mujeres y disidencias- son quienes pueden y 
deben realizar el trabajo extra doméstico y remunerado. 

Esta feminización del ámbito privado y masculinización del ámbito público puede verse 
reflejado en la configuración familiar del territorio. Jellin (2012) plantea que esta fuerte división 
de trabajo según el género se encuentra arraigado en la morfología de familias nucleares y, 
justamente, en el territorio de Eco Tierra predomina este tipo de unidades domésticas. Le autore 
expresa que: 

El rol de padre-marido-proveedor del hombre adulto es complementado por el rol de la esposa- 


madre- ama de casa de mujer adulta. Según ese modelo, los hijos e hijas deben ser cuidados por 


las madres, irán a la escuela para luego dejar el hogar paterno al establecer sus propias familias. 
(p.50) 


En el gráfico n°6 queda reflejada la predominancia del número de varones que realizan 
trabajos extra domésticos en comparación con les mujeres. Del total de 13 trabajadores que realizan 
trabajos en el ámbito público, que en muchas ocasiones se constituye en el único ingreso 


económico para la unidad doméstica, el 84,6% corresponde a varones y el 15,38% a mujeres. 
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Les restantes trabajadores llevan adelante su labor en el ámbito privado, es decir son ames 


de casa y no perciben remuneración. Además, en algunas ocasiones son les mujeres quienes deben 
encargarse de trabajar en emprendimientos familiares; en relación a ello se registraron cuatro 
comercios que son atendidos por mujeres- madres- ames de casa. Cabe señalar que como empresa 
familiar, en general, el dinero entrante no es propio de le trabajadore, sino que se trata de un ingreso 
común de la unidad doméstica. A decir, Musso, Ridolfi y Varayud (2019): 
La desvalorización del trabajo doméstico no solo tiene que ver con los órdenes del sistema 
patriarcal, sino también con el ámbito económico. Más allá del rol relegado de la mujer y la 
opresión recibida por parte de los hombres, el trabajo doméstico es invisibilizado en este sistema 
por no generar un ingreso en dinero, no es productivo en términos económicos. Es tal la 
naturalización del rol de la mujer en este espacio, realizando estas tareas, que ellas mismas no 


son conscientes de la labor que realmente llevan a cabo en la vida cotidiana. (p.69) 


Inserción en el mercado laboral según el género 


Homies 


Grafico n° 3 


Entre las tareas que desempeñan les varones fuera del ámbito doméstico se destacan 
principalmente los trabajos de oficio (como albañileria, pintores y gasistas) y a su vez se identifican 
otras ocupaciones como policías, guardia de seguridad y metalurgia. En lo que refiere ales mujeres 
que se encuentran insertes en el mercado laboral extra domestico se registraron solo dos personas, 
quienes se desempeñan como empleades domestiques, lo cual no queda por fuera de la misma 
lógica capitalista patriarcal que supone que el cuidado del hogar es atributo meramente de les 


mujeres, puesto que les varones no podrían realizarlo. 


Situación de salud: 
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El análisis de la situación de salud que se presenta a continuación tomara dos variables, por 


un lado se expresará información acerca del acceso a cobertura médica de les trabajadores y 
familias; y por otro, se dará cuenta de las principales problemáticas crónicas reconocidas en el 
territorio. 

La cobertura de salud está estrechamente ligada a las condiciones de trabajo de las personas, 
puesto que quienes se encuentran registrados formalmente, por ley tienen derecho a la misma - 
tanto para elles como también para su familia-. Pero, entendiendo las desigualdades existentes en 
relación a los tipos de contratación, no toda la población trabajadora goza de los derechos 
correspondientes. 

En lo que refiere a Eco Tierra, donde los trabajos en general no se encuentran registrados 
formalmente, se obtuvo que del total de cuarenta y nueve personas, un 79,59%, es decir 39 
miembres, no cuentan con obra social; quedando un numero de diez personas con cobertura de 
salud, es decir un 20,1%. Esta situación podría ser una de las causas que llevan a que las familias 
acudan a instituciones públicas de salud, puesto que allí la atención es gratuita y universal. 

En relación a lo último mencionado se destaca que quienes efectivamente realizan consultas 
en el Centro de Salud n° 90 son aquellas personas que por alguna situación patológica en algún 
momento de su vida necesitaron acudir a les profesionales. Según información del relevamiento 
se puede aclarar que predomina la cantidad de personas que no se realizan controles en ninguna 
institución efectora de salud, razón por la cual tampoco conocen su situación actual de salud. De 
las 20 personas que manifestaron no realizarse control médico, se identificó que 6 cuentan con 
obra social; mientras que las 14 restantes no. 

Además, podemos dar cuenta que existen 13 personas que manifestaron no poseer ningún 
tipo de diagnóstico, dolencias o malestares. De ese total, 3 poseen obra social. Por su parte, quienes 
sostuvieron poseer alguna enfermedad son 16 personas, lo que refiere a un 32,65% del total de 
miembres muestrales de Eco Tierra. De este porcentaje solo una persona cuenta con obra social, y 
ello le da la posibilidad de acceder a otros centros de salud que no sean del ámbito público. 

Así, quedan registradas 15 personas que manifiestan tener problemáticas de salud crónicas pero 
que no cuentan con obra social. Se puede observar que predomina la presencia de enfermedades 
pulmonares tales como bronco espasmo (4 personas) y asma (2 personas). Ahora bien, otras 


mencionadas con menor frecuencia fueron: diabetes (2 personas), psoriasis (1 
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persona), dolores musculares (2 personas), artrosis (1 persona), hemorroides (1 persona), parálisis 


facial (1 persona), hipertensión (1 persona) y cálculos biliares (1 persona). Si bien algunas de estas 
podrían estar relacionadas a la contaminación ambiental que presenta el territorio, no podríamos 
afirmarlo, puesto que no existen estudios que lo comprueben y además entendemos a las 
enfermedades desde un enfoque multidimensional y por lo tanto estas pueden ser causa de diversos 


factores —biológicos-sociales-culturales- ambientales-. 


Grafico n° 4 


Vivienda y terreno 


En lo que refiere a las condiciones de las viviendas y terrenos de Eco Tierra, sabemos que 
el 100% de las familias no cuentan con la escritura oficial de los mismos, sino que cuentan con un 
boleto de compraventa; siendo este el único documento que garantiza la compra y libre de deuda 
del mismo. 

La irregularidad legal de las tierras, como ya dijimos, trae aparejado múltiples 
problemáticas de urbanización que impactan también en la provisión de servicios públicos. El 
territorio al no figurar como barrio en Catastro Municipal, no tiene acceso a la conexión eléctrica 
proveniente de la empresa oficial EPEC. Para proveerse de este servicio básico el 100% del 
territorio tienen en su vivienda conexiones ilegales, ya que algunas acceden a la misma a partir de 
la luz de obra y en otros casos hacen uso de las conexiones del barrio colindante, Ituzaingó Anexo. 

Sucede que algunas viviendas se encuentran abonando un valor nominal a Eco Tierra S.A. 
de un servicio que carece totalmente de legalidad. Desde la empresa se manifiesta que el cobro de 
la misma esta direccionada a abonar las facturas a la entidad eléctrica EPEC. Esto refiere 
nuevamente a una estafa por parte de este actore, puesto que como se mencionó, las conexiones 


son clandestinas y por lo tanto no deberían ser cobradas. 
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En lo que refiere a la accesibilidad del gas, las familias revelan tener un grave problema, 


puesto que para abastecerse de este servicio deben acudir al mercado, donde realizan la compra de 
garrafas. El gas es utilizado meramente para la cocción de los alimentos, puesto que la calefacción 
debe ser eléctrica o a leña. 

Las familias declaran contar con agua proveniente de red interna, pero al no ser un servicio 


de Aguas Cordobesas S.A. no se conoce su procedencia, por lo cual, algunas de ellas optan por 


realizar compras de bidones de agua mineral para cocinar y beber. Expresaron además que han 
intentado realizar la solicitud del servicio a la empresa oficial, pero ésta lo negó por no figurar 


registrado el territorio en Catastro Municipal. 


En lo que refiere a la vivienda y sus ambientes, se pudo corroborar que quienes se 
encuentran en situación de hacinamiento son cuatro familias; quedando el 66,6% excluida de la 
misma. Se entiende bajo esta categoría a la convivencia de tres o más personas en una habitación. 
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Grafico n° 5 

En el presente gráfico se pueden identificar ocho problemáticas que fueron mencionadas 
por les enrevistades. Como se puede ver existen tres de ellas que fueron referidas con mayor 
frecuencia que las demás: Inseguridad, desempleo y urbanización. 

La problemática de urbanización está relacionada a la situación de irregularidad que 
presentan los terrenos y viviendas, lo cual se desarrolla con mayor profundidad a lo largo de la 
tesina. En este punto nos parece clave realizar una vinculación con las instituciones que no existen 
en el territorio producto de la falta de planificación urbana, lo cual vulnera los derechos de les 


habitantes. 
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Las familias al no contar con instituciones públicas dentro del territorio deben dirigirse a 


otros sectores de la ciudad. Así el 39% de les encuestades expresó que hace uso de las instituciones 
de barrio Ituzaingó Anexo, el 23% se dirige al centro de la ciudad y el 16 % a barrio Empalme. En 
relación a ello las familias consideran necesarias para la reproducción cotidiana de su existencia, 
la presencia en el territorio de instituciones educativas —esta respuesta tuvo una frecuencia de 45%- 
, de salud —con frecuencia del 30%-, de recreación -10% - y espacios verdes -10%-. 

Entendemos que la predominancia de respuestas relacionadas a la necesidad de incorporar 
instituciones educativas como escuelas, jardines y guarderías, se relaciona directamente a la 
configuración demográfica de la población, puesto que como se planteó, la generación que 
predomina es la de niñes en edad escolar; y que por la condición del territorio deben asistir a 


organizaciones lejanas a sus viviendas. Esto último implica gastos económicos para el trasporte 


que además tiene una frecuencia limitada, como también el uso de tiempo de les adultes para 
acompañar a les niñes. 

En los encuentros con las familias, algunas de ellas manifestaron además que el acceso a 
escuelas o jardines del barrio más cercano —Ituzaingó Anexo- muchas veces genera dificultades, 
debido a la sobredemanda existente en la matrícula y la escasa cantidad de edificios educativos 
con los que se cuenta, donde tienen prioridad quienes son parte de la zona geográfica 
correspondiente a la escuela. 

Por otro lado, un 28% identificó a la inseguridad como problemática frecuente. Pero cabe 
señalar que frente a la pregunta ¿qué es lo que más te gusta y lo que menos te gusta de Eco Tierra?, 
la mayoría de las respuestas estuvieron relacionadas a la tranquilidad del lugar. En algunas 
situaciones plantearon que se trata de una zona donde no existen problemas delictivos. En busca 
de comprender la situación nos surgieron los siguientes interrogantes: ¿Qué significa la 
inseguridad para quienes habitan el territorio?, ¿La seguridad se relaciona meramente con el hecho 
de que no existan robos u otros delitos?, ¿al no existir personal policial que circule por el territorio 
aumenta la percepción de inseguridad para les vecines?, el tema de la inseguridad es un tema 
latente en los medios de comunicación ¿se relacionará con eso? 

Frente al último interrogante se puede inferir que los medios de comunicación a partir de 
sus discursos instalan en la agenda social y en el sentido común de la sociedad, ciertas cuestiones 


como problemáticas sociales, tal es el caso de la inseguridad. Esta es abordada desde miradas 
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reduccionistas donde se culpabiliza a ciertos sectores de la población y poco se habla de su 


relación con la estructura social del Estado, con su modelo y política de seguridad pública. El 
28% de las respuestas estuvieron relacionadas con la desocupación. Frente a esto se puede 
observar una clara correlación con las condiciones de empleo del territorio, pues si bien un 
amplio sector de la población se encuentra inserto en el mercado laboral, la precarización de los 
mismos es un tema frecuente. La mayoría de les trabajadores no están registrades formalmente y 
por lo tanto, los derechos se encuentran altamente vulnerados. Se trata de familias donde, en 
general, los ingresos provenientes de la fuente laboral se encuentran por debajo del salario 
mínimo vital y móvil, por lo tanto no son suficientes para la reproducción familiar, es por ello 
que además deben complementar sus ingresos con transferencias estatales y no estatales. Aquí es 
necesario considerar otras dos variables: la generación de quienes se constituyen en jefes de 
hogar y el nivel máximo de instrucción alcanzado. Como vimos en los datos demográficos, Eco 
Tierra está altamente poblado por quienes se corresponden con la adultez intermedia (30 a 40 
años), por lo tanto, se trata de una generación que nació en la década del 80. De este modo, 


podemos decir que se trata de una generación que sufrió los impactos de las continuas crisis que 


se desataron en Argentina, sobre todo por encontrarse para la década del 90 en los inicios de la 
edad productiva (15-64), lo cual repercutió a lo largo del ciclo vital. Bowman (2015) retoma los 
aportes de Beccaria (2002), Moura Castro (1997) y Jacinto (2010) planteando que: 
En este período, se produce el primer gran crecimiento del desempleo de la década, que alcanzó 
en mayo de 1995 al 18,4% de la Población Económicamente Activa. Después de 1995, el 
desarrollo volvió a decaer y el desempleo aumentó de manera incesante, llegando al 30% entre 


los jóvenes de 15 a 24 años y al 50% hacia 2001.(p.41) 


La crisis neoliberal se caracterizó, entre otras cuestiones, por la vulnerabilidad laboral que 
se acentuó aún más en les trabajadores adolescentes y jóvenes, puesto que se fomentaron procesos 
de informalización, precarización y desprotección laboral. Mora Salas y Oliveira (2011) expresan 
que: 

Cuanto más precoz la inserción laboral de los hombres y mujeres jóvenes, mayor su 
vulnerabilidad laboral. Este patrón de absorción de la mano de obra juvenil es resultado de la 


falta de oportunidades laborales, la pérdida de calidad de los nuevos empleos, los bajos 
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niveles de escolaridad, la menor experiencia laboral y el menor poder de negociación de 


quienes se integran precozmente al mundo del trabajo. (p.376) 


Por otro lado, en contextos de crisis socio económicas se registran altos impactos en la 
deserción educativa, ya que el no contar con credenciales que certifican los niveles educativos, las 
personas se enfrentan a mayores dificultades para insertarse y permanecer en el mercado laboral 
formal, en relación con quiénes sí disponen de tales acreditaciones. Frente a ello Bowman (2015) 
retomando a Miranda (2006) manifiesta que de la década del 90 

Se recupera un dato significativo: 5 cada 10 jóvenes no habían completado el nivel medio de 
enseñanza en 2001. De esta manera, a pesar de la Transformación Educativa, de las políticas de 
retención y extensión de la obligatoriedad de la enseñanza de nivel medio, la estructura de 
acceso a los certificados de nivel medio parece haber permanecido estática para muchos jóvenes 


en este periodo. (p. 49-50) 


En los sectores con menor capital económico esta relación se agudiza aún más, puesto que 
siguiendo a González, Nucci, Soldevila, Ortolanis, Crosetto y Miani (2001) el contexto impulsa a 
las familias a poner en marcha múltiples estrategias de sobrevivencia entre las cuales se incluye la 
reducción del gasto familiar, es decir, la disminución del consumo de alimentos como también la 
reducción de gastos en salud y educación, el trabajo infanto juvenil, entre otros. Esta situación 


puede reflejarse en les trabajadores del territorio Eco Tierra, puesto que obtenemos que del total 


de 12 personas que se corresponden con la generación adultez intermedia, el 33,3% concluyó sus 
estudios secundarios, mientras que el 66,7% no. De este último porcentaje el 16,6% no cuenta con 
la primaria completa y el restante 50% no cuenta con el secundario completo. 

Ambiente: 

La problemática ambiental se constituyó en nuestro objeto de intervención y será 
mayormente analizada en el siguiente capítulo. 

En lo que refiere a los datos recabados del relevamiento realizado se obtuvo que solo el 4% 
de la población reconoce la existencia de problemas ambientales en el territorio. Frente a ello, una 
persona respondió que el territorio donde vive refiere a un ambiente contaminado, ya que “hay un 
olor nauseabundo que hace picar la garganta”. Por otro lado, una sola persona contestó que no sabe 


si existen problemáticas socio-ambientales porque a “mis familiares de 
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Ituzaingó Anexo nunca les sucedió nada”. Mientras que el 83% considera que Eco Tierra es un 


ambiente saludable porque “no hay enfermedades” o porque “no pasó nada como en otros barrios” 
o “porque no existe ningún problema”. 

Lo destacable aquí tiene que ver con las representaciones existentes sobre la cuestión 
ambiental, las cuales se pueden vincular con los discursos hegemónicos sobre el ambiente al que 
hicimos referencia en el capítulo anterior; como así también a los discursos médicos sobre la salud, 
tal como se describió con anterioridad en el presente capitulo. Desde allí se plantea al ambiente y 
la salud como factores biológicos y unidimensionales, donde los aspectos socio políticos quedan 
invisibilizados y son pensados como externos a estas cuestiones. 

Desde esta lógica, se puede observar que quienes respondieron que no reconocen 
problemáticas ambientales en Eco Tierra, redujeron sus fundamentos a la mera ausencia de 
enfermedades, como si el ambiente y las problemáticas ambientales solo existieran si hay presencia 
de enfermedades o patologías médicas. 

Por su parte, quienes sí reconocen problemáticas ambientales, redujeron sus respuestas a 
aquellas cuestiones que se pueden percibir con mayor claridad en la cotidianidad como por ejemplo 
la existencia de residuos líquidos y sólidos, basurales a cielo abierto y focos de mosquitos. Cabe 
destacar que en general, quienes reconocieron esto, culpabilizaron de la situación a les mismes 
vecines, por ser quienes “tiran basura donde no corresponde” o “no cuidan el barrio”. 

Desde esta mirada se refuerza la reducción ambiental a un escenario particular y no se 
reconoce la dimensión política que lo atraviesa. Pues de esta manera, se invisibiliza la falta de 
obras públicas dentro del territorio y el acceso a los servicios como el de recolección de basura, 
donde el principal y verdadero responsable es el Estado. 


En términos estadísticos, el 75% de la población encuestada contestó que no existen 


residuos líquidos en el territorio y sólo el 25% aseguró que sí, identificando como tales la presencia 
de fosas y desechos cloacales. En cuanto a los residuos sólidos, el 50% mencionó que no hay 
disposición de los mismos; el otro 50% sostuvo que sí, indicando como tales al basural a cielo 
abierto, focos de mosquitos y la basura que se arroja en el campo colindante a Eco Tierra. 

Por su parte, en lo que refiere a la problemática histórica de las tierras relacionado a la 
contaminación por el uso de tóxicos para la cosecha de soja, la misma no aparece cuestionada, de 


hecho no existieron respuestas relacionadas a ello. De esta manera queda en evidencia que al no 
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tratarse de una cuestión dialogada, ni percibida concretamente en el ámbito público, tal como es el 


caso de la problemática habitacional y de urbanización, las familias no la politizan y por lo tanto, 


sigue tratándose de una cuestión naturalizada por la población. 


Participación vecinal: 


De los datos recabados, el 75% de las familias encuestadas reconocieron la existencia de 
una organización vecinal en el territorio; mientras que el 17% destacó que no y el 8% respondió 
que no sabía. 

Quienes identificaron la presencia de algún tipo de organización vecinal, se refirieron 
directamente a la asociación civil; la cual, para ese entonces, recientemente se estaba conformando. 

Como toda organización vecinal, la asociación civil debe ser comprendida a partir de los 
procesos históricos que la atraviesan; pues antes de constituirse como tal, un grupo de vecines 
había impulsado la participación comunitaria con el fin de buscar respuestas a la situación 
habitacional. Se trataba de un grupo conformado por la menor parte del territorio, mientras que les 
demás no creían necesaria la asociatividad o bien no consideraban que realmente existiera un 
objetivo común. Esto último se vincula con los discursos que circularon, puesto que se instaló con 
fuerzas la idea de que quienes se reunían eran personas conflictivas o que buscaban sus propios 
beneficios. 

Aguilar Idañez (2013) plantea que en las organizaciones vecinales no participa la 
totalidad de la población, puesto que los territorios se caracterizan por ser dinámicos, donde sus 
habitantes son heterogéneos y por lo tanto muchas veces los intereses personales no coinciden 
con los grupales. Le autore va a decir que quienes se involucran refieren a: 

Grupos concretos y específicos caracterizados por tener algo en común (una necesidad, un 
problema o simplemente, un centro de interés). Y será a través de esos grupos y redes, a través 
de los cuales pueda llegar a extenderse el proceso a otros sujetos o miembros integrantes de la 


comunidad. (s.p) 


Para alcanzar la participación de aquellas personas que no se involucraban en el proceso 


organizativo, el colectivo convocó a las familias a partir de diferentes mecanismos. Uno de ellos 
fue el acercamiento casa por casa donde se les comentaba en qué estado se encontraba la situación 
legal de las tierras y se compartían las acciones colectivas que se estaban llevando a 
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cabo. Además, se entregó a cada familia una carta que explicitaba la necesidad de asociarse para 
hacer frente a la estafa desarrollista y a la indiferencia estatal. 

A partir de ello, en Eco Tierra se pudo observar que poco a poco la situación habitacional 
se constituía en una necesidad y problemática de interés general. Hecho que potenció el 
involucramiento de les vecines, puesto que la experiencia marcaba la ineficiencia de las acciones 
individualizadas y por lo tanto, se comprendió que la mejor estrategia seria la participación 
comunitaria. Esto se correlaciona con lo que le autore antes mencionade plantea acerca de la 
necesidad de que quienes habitan el territorio y comparten ciertos problemas, alcancen la toma de 
conciencia colectiva. 

De esta manera, frente a la urgencia de impedir el remate de las tierras, la organización que 
llevaban adelante unes poques, alcanzó mayor reconocimiento e involucramiento vecinal. Así fue 
que otres vecines comenzaron a ser parte de las reuniones y más tarde se constituyeron en la actual 
Asociación Civil Barrio Eco Tierra. 

Esta nueva asociación comunitaria es clave en el territorio, puesto que a partir de ella se 
pudo avanzar con la lucha que impediría al Estado y la empresa Eco Tierra S.A. continuar con el 
abuso del poder y con el arrebato de los derechos de quienes habitan el territorio. 

En relación con ello, la organización redacto una carta donde manifestaron que: Dicha 
asociación es una herramienta, si necesitamos cortar una calle, si viene un medio de tv o 
radio, si vienen funcionarios y tenemos que juntar dinero, todo es más fácil si lo hacemos 
entre todos. Solo con la UNION Y COLABORACIÓN, de todos podremos encontrar una 
solución. (28 de septiembre 2018) 


Resulta importante mencionar que la mera existencia de la asociación civil no garantiza la 
plena participación vecinal, puesto que para que ello suceda es necesario que las personas sean 
capaces de tomar decisiones, analizar los problemas, articular demandas, como también adquirir 
capacidad de proponer, planificar y actuar en relación a ello. En definitiva, a partir de la 
participación vecinal se debe: 

Lograr que las personas se sitúen y pongan en estado de deliberación, para movilizarse por algo 
de su interés. Esto, como es lógico, no es algo que pueda determinarse desde fuera, y está sujeto 
a los vaivenes propios de la situación contextual, las características concretas de las personas y 


otros aspectos coyunturales. (Idañez, 2013, s.p) 
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Para lograr una continuidad y permanencia en el tiempo, se torna indispensable que la 


asociación civil sustente sus bases en objetivos coherentes y en la búsqueda constante de cohesión. 
Además, al tratarse de una organización reciente es necesario que se trabaje en la construcción de 
un nos- otros, es decir que se construyan relaciones y representaciones que den paso a la identidad 
colectiva. Acevedo (2015) plantea que: 
Hablar de identidad colectiva supone, al menos la elaboración compartida de un horizonte 
histórico común, la definición de los propios (un nosotros), en relación de diferenciación u 
oposición (los otros). La conformación de una identidad compartida implica una transformación 


de las identidades individuales.(p.253) 


Para lograr los objetivos las organizaciones comunitarias deben establecer relaciones con 
otres actores, es decir se debe propiciar espacios de articulación, ya sea esta territorial, sectorial o 
intersectorial. Cuando se habla de articulación territorial se refiere a la capacidad de establecer 
relaciones con actores que pertenecen al mismo territorio, es decir les vecines. 

Cabe destacar que la articulación sectorial en el territorio no es algo que efectivamente 
suceda, puesto que al tratarse de una organización reciente, no se avanzó aún en el surgimiento de 
relaciones inter organizacionales. Esta articulación refiere a un desafío de suma importancia, ya 
que a partir de ello se potencializarían los capitales y así se daría paso a nuevas alternativas de 
resolución; y al tratarse de una suma de capitales esto se traduciría en un elemento de peso que 
propiciaría mayor incidencia en el espacio público. 

Por último, la articulación intersectorial refiere al establecimiento de relaciones con otras 
instituciones que de manera directa o indirecta abordan las mismas problemáticas, sin importar si 
se comparte o no el mismo espacio geográfico. En el caso particular de Eco Tierra se puede decir 
que se trata también de un desafío a perseguir por parte de la organización, pero es necesario 
destacar aquí, como desde el proceso de intervención se logró abrir paso a la vinculación entre la 
Asociación Civil Barrio Eco Tierra y el Centro de Salud n°90. 

A partir de una jornada de encuentro entre ambes actores se pudo evidenciar que la salud 
refiere a un proceso mucho más complejo que la simple presencia o ausencia de enfermedades, es 
decir, desde este encuentro se pudo romper con esa mirada reduccionista y se logró comprender 
que la institución de salud podría constituirse en un aliado para afrontar las múltiples problemáticas 


territoriales, que en ese momento se redujeron a la situación legal de las tierras, 
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pero que más tarde podría incluir además un trabajo colectivo en relación a la problemática 


ambiental producto de la contaminación de las tierras que habitan. 


Se trata de una relación que permitirá pensar estrategias comunes para enfrentar los 


problemas a partir del intercambio de experiencias, saberes y conocimientos; como así también da 
paso a pensar objetivos que trasciendan la organización comunitaria, puesto que a partir de la 
articulación se abre paso al mayor reconocimiento y protagonismo en la comunidad, como así 
también se amplían las posibilidades de incidir en la toma de decisiones de las políticas públicas. 
En resumen, la participación comunitaria y la articulación —territorial, sectorial e 
intersectorial- contribuyen a la definición del territorio que se desea habitar conforme a sus propios 


intereses y necesidades. 
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«Ya no sería tanto entender cómo es la realidad, sino que para entender la realidad tendremos 


que empezar por entendernos a nosotros mismos, ya que somos nosotros quienes 
fundamentamos el sentido de las cosas. Se produce un giro antropocéntrico que excede a 
Descartes: solo podemos dar fe de cómo son las cosas a través del modo en que las conocemos, 
pero asumiendo que nuestro acceso a la realidad como mínimo es problemático y no tan 


evidente.» 


Darío Sztajnszrajbe 


66 
Capítulo 3: La cabeza piensa donde los pies pisan 


3.1 Construyendo el objeto de intervención 

Para comenzar es preciso señalar que en la construcción del objeto se tornó necesario 
identificar tanto a les suejetes de intervención, como a las necesidades de les mismes. Así, en 
relación a les primeres, podemos decir que estos no son únicamente actores individuales, sino 
también colectivos que presentan dificultades, de orden material y simbólico, para llevar adelante 
su reproducción cotidiana de la existencia. 

Particularmente en nuestra intervención hemos definido como tales a las familias de Eco 
Tierra que, siguiendo los aportes de Gattino (2003), puede entenderse a las mismas como: 
Organización social que participa de los procesos de producción y reproducción de la vida, la 
vida como existencia humana, existencia social, y decir esto ya es posicionarla en un campo 
junto con otros actores, junto a otras organizaciones, es mirar a la familia como reproductora de 
la vida y como productora de condiciones que la facilitan o dificultan, según los contextos (...) 
Esta organización participa en los procesos de organización y administración de bienes y 


servicios para el consumo en un intento de mantener la población y la reposición generacional. 


(s.p) 


Ahora bien, como ya se ha mencionado, cuando las necesidades no pueden ser abordadas 


por les propies sujetes, estas se traducen en obstáculos para la reproducción cotidiana y es allí 
donde interviene la disciplina de Trabajo Social. Ya que desde ésta se impulsan: 
Procesos de encuentro de los sujetos con los objetos de su necesidad” (Aquín, 1995, p. 9). A 
partir de ello es que se configura lo que se define como objeto de intervención, el cual refiere al 
“(...) equivalente teórico de una necesidad demandada por la realidad, para cuya realización 


(satisfacción o redefinición) debe ejercerse una función específica. (p.21) 


A veces son les mismes sujetes quienes identifican la necesidad y solicitan la intervención 
de instituciones y profesionales; es decir realizan la demanda, que no siempre es sinónimo de 
necesidad social. En otras situaciones sucede que estas necesidades se encuentran naturalizadas, y 
por lo tanto no son problematizadas, ni demandadas. Allí les profesionales deben ser generadores 
de movimientos, cuestionando aquello que se presenta como dado. Para ello se deben impulsar 
procesos de dilucidación y problematización de las mismas, apostando a una intervención que 


tenga como protagonistas a les sujetes, puesto que se trata de personas activas, 
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es decir, las mismas cuentan con capitales y potencialidades para transformar su propia realidad; 


de esta manera: 
El hecho de que en determinadas circunstancias o lo más de las veces en situaciones 
prolongadas, precisan del apoyo de otros individuos, no significa que estén desprovistos de 


motivaciones, intereses y por lo tanto de recursos culturales de algún tipo. (González, s.f. p.1) 


Siguiendo esta línea, se podría afirmar que el Trabajo Social no solo interviene en aquellas 
necesidades que se presentan como carencia para les sujetes. Y en esto es necesario hacer hincapié 
puesto que al posicionarse desde este lugar se tendría una mirada reduccionista y legitimadora de 
la lógica que el sistema capitalista plantea acerca de las necesidades sociales, las cuales son 
pensadas en línea directa a objetos de satisfacción provenientes meramente del mercado. Agnes 
Héller en Aquín (1995) plantea que: 

En el capitalismo es la Posesión el eje que preside la articulación de la estructura de necesidades 
y la posesión, en los sectores subalternos, se expresa como necesidad de reducir sus deseos a 
meras necesidades vitales, y que estos sectores han aprendido y van aprendiendo a no pretender 


más que una satisfacción de las necesidades que les han asignado. (p.25) 


Las necesidades sociales se han definido históricamente a partir de la relación existente 
entre el sistema capitalista y la ciencia moderna basada en lógicas positivistas. Pues, a lo largo de 
la historia se han desarrollado diversas formas de entenderlas, pero lo cierto es que durante mucho 
tiempo las teorías básicas de necesidades fueron las reconocidas y legitimadas por el Estado y la 


sociedad. Desde allí se concebía a las personas como estados naturales, puesto que por el solo 


hecho de ser une sere humane, son portadoras de ciertas necesidades predefinidas y estrictamente 

biológicas o necesidades pre sociales. Esta concepción biologicista y reduccionista ha entrado en 

cuestionamiento por parte de las teorías sociales, al decir: 
El aspecto relativo a que el ser humano como todo ser viviente y por lo tanto constituido 
biológicamente, carga con necesidades, abre una primera controversia de carácter fundante en 
la teoría social, que se puede sintetizar en el siguiente interrogante: ¿Existen necesidades 
biológicas inalterables en todos los seres humanos, más allá de las diferencias de tiempo y lugar, 
y otras que son el producto de su existencia como ser social? o bien, ¿Son todas las necesidades 
-aún las biológicas- producidas socialmente en tanto los individuos son seres que para sobrevivir 


precisan de vivir con otros individuos? (González et al., 1999, p.14) 
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A partir de este interrogante, afirmamos que las necesidades, incluidas las estrictamente 


biológicas, no son naturales, sino que se construyen social e históricamente. Las personas desde el 
momento que nacen interiorizan un mundo social y a partir de ello construyen su propio habitus. 
Las necesidades tampoco son universales, puesto que las mismas se interpretan y significan de 
diferente manera, de acuerdo a las particularidades de cada persona y el momento histórico. 
Por otro lado y en concordancia con Alwin de Barros (Como se citó en González et al., 
1999) las necesidades son bio-psico-sociales: 
Son biológicas en cuanto tienen relación con la conservación de la vida física: necesidad de 
alimentación, vivienda, vestuario y salud. Son psicológicas en cuanto se relacionan con la 
conservación de la salud mental: necesidad de afecto, de seguridad, de relación y de identidad. 
Y sociales porque se relacionan con el desarrollo de la vida social: la necesidad de trabajo, de 


seguridad social, de educación, de recreación, etc.(p.24) 


Al afirmar que las necesidades son producidas socialmente, es importante especificar que 
en esta sociedad —capitalista- extractivista- priman determinados universos de significados que 
responden a los intereses de unes poques y deja por fuera las singularidades de la población. Esto 
repercute claramente en la política pública, puesto que la misma se configura justamente con el fin 
de responder a las necesidades de la sociedad, pero cuando el espacio de toma de decisiones limita 
la participación de la población y piensa a sus necesidades como dadas, naturales y universales, 
niega claramente el carácter político existente en la interpretación y definición de las mismas, 
como así también de sus satisfactores. De esta manera se determinan ciertas necesidades como 
verdaderas, y muchas otras quedan excluidas de la estructura de necesidades que el Estado 
legitima. 

Este carácter político es interesante abordarlo desde la propuesta alternativa que despliega 


Fraser (1991), quien la denomina como política de interpretación de necesidades. Desde allí, no 


se pone foco en la discusión epistemológica acerca de qué son las necesidades, sino que busca 
analizarlas a partir de los discursos, en tanto estos son clave para los procesos de definición de las 
mismas. Le autore va a decir que en las sociedades capitalistas el discurso de las necesidades “se 
presenta como un espacio en contienda, donde los grupos con recursos discursivos (y no 
discursivos) desiguales compiten por establecer como hegemónicas sus interpretaciones 


respectivas sobre lo que son las legítimas necesidades sociales” (p.11). 
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Frente a ello y concibiendo a las necesidades sociales desde una perspectiva constructivista, 


se reconoce que cada sujete significa sus prácticas y sus necesidades de distinta manera en función 
de las posiciones que ocupan, según el sector social, el género, la generación; como así también el 
contexto social, político, económico y cultural son factores que influyen notablemente en la 
construcción de sus necesidades. En relación a esto, Custó, Piotti, Domínguez, Zamarbide, 
Bilavcik y Tomasini (2009), plantean que: 
Esta mirada de lo que es la necesidad, nos convoca a pensar la posibilidad de que no debemos 
circunscribir a una lectura epistemológica de lo que es la necesidad, como categoría sociológica, 
sino complementarlo con una lectura ligada a cómo se da en la sociedad y en algunos 


individuos, con los que nos relacionamos a través de nuestra intervención profesional. (p.38) 


Por lo tanto, el Trabajo Social debe desplegar estrategias que tengan en cuenta tanto el 
contexto general como el singular, puesto que cada sujete significa sus prácticas y sus necesidades 
de distintas maneras. 

Lo anteriormente expresado se ve reflejado en la variedad de formas que tienen les 
sujetes de construir la estructura de necesidades, en territorios que se encuentran atravesados por 
impactos propias del sistema capitalista-extractivista. Lo cual, como mencionamos, está 
fuertemente influenciado por los contextos que les atraviesan por lo tanto pueden dar lugar -o no 
a la problematización de la situación. 

En el caso particular del territorio Eco Tierra, la configuración de la estructura de 
necesidades es producto de las relaciones de poder que entran en juego y que como hemos 
mencionado reflejan y representan discursos hegemónicos. Esto último lleva a que la cuestión 
socio-ambiental hoy no sea problematizada y por lo tanto no sea un tema que forme parte de la 
lucha comunitaria. 

En ese marco es que definimos al objeto de intervención como aquellos obstáculos que se 
presentaban en el proceso de problematización de la cuestión socio- ambiental de las familias de 
Eco Tierra. 

El despliegue de nuestra estrategia de intervención, nos permitió conocer que los obstáculos a los 


cuales nos referimos se presentan en la vida cotidiana diches sujetes y refieren tanto a la 


dimensión material como a la no material de su reproducción. Estas dimensiones son definidas 


analíticamente como dos cuestiones aisladas, pero en realidad no pueden pensarse de 
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esta manera, puesto que se encuentran estrechamente articuladas, configurando la estructura de 


necesidades. 
En cuanto a la dimensión material, Heller en Aquin (1995) plantea que: 
El hombre, en tanto ser genérico es un ser de necesidades: es creador de los objetos de su 
necesidad y de los medios para satisfacerla (...) Las necesidades humanas como los deseos y 
capacidades para la creación de o el encuentro con los satisfactores, en virtud de diferentes- y 
asimétricas- posiciones que los sujetos ocupan en la organización social están asimétricamente 


repartidos según la posición que los sujetos ocupan en la estructura social. (p.25) 


Por su parte la dimensión no material se relaciona con la acción social, la cual está 
atravesada y direccionada por la compleja trama de representaciones y relaciones sociales que 
producen conflictos. Siguiendo lo expuesto por Aquin (1995), la intervención en esta dimensión 
puede dirigirse a proporcionar información que les sujetes desconocen, o bien a proponer una 
crítica a aquello que aparece como naturalizado y “(...) puede aportar intentando que los sujetos 
con los que actúa pongan atención en el “ser así” de las cosas y de sus representaciones (...)” 
(p.29). 

Cuando se define el objeto de intervención se realiza un recorte de la realidad, puesto que 
sería inviable pensar en un abordaje que incluya la totalidad de aspectos y dimensiones que 
atraviesan a les sujetes de intervención. Es por ello, que desde nuestra práctica pre profesionales 
centramos el objeto en la dimensión no material. 

Las representaciones sociales son un punto clave en la estructura de necesidades que 
configuran las familias de Eco Tierra, puesto que se trata de: 

Teorías o formas de pensamiento de sentido común, socialmente elaborado y compartido, que 
les permiten a los individuos interpretar y entender su realidad y orientar y justificar los 
comportamientos de los grupos. Son construidas en los procesos de interacción y comunicación 
social, en las conversaciones de la vida diaria y al mismo tiempo guían y dan formas a estos 


procesos de intercambio y comunicación (León, 2003, p.369). 


Es a partir de estas construcciones de sentidos que les sujetes han estructurado el habitus, 


es decir la forma en que interpretan la realidad y les dan sentido a las prácticas sociales. 
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En lo que refiere a Eco Tierra, se puede observar cómo en la estructura de necesidades la 


problemática socio ambiental no cobra relevancia, lo cual se relaciona con el hecho que las familias 
priorizan necesidades que resultan más urgentes para la reproducción cotidiana de las personas. 
Les sujetes se encuentran atravesando un momento de lucha en relación a sus tierras, lo cual se 
traduce en una necesidad de orden material que se relaciona con la urgencia que tienen por 
regularizar las condiciones de sus terrenos y no perderlos. Lo que buscan concretamente es 
alcanzar legalmente la escritura, lo cual dará paso a satisfacer otro tipo de necesidades, como es 
por ejemplo el acceso a los servicios de luz, agua y gas. 

Se entiende que la urgencia por resolver dicha situación viene arraigada a cuestiones más bien 
de orden material, es donde se reflejan las representaciones sociales que el sistema capitalista 
intenta imponer en relación con las lógicas de la propiedad privada, lo cual lleva a que la vivienda 
pierda reconocimiento en término de derecho humano y pase a concebirse como una mercancía a 
la cual acceden unes poques, quienes tienen capacidad de acumulación, se lo merecen. En este 
sentido se puede afirmar que la meritocracia juega un papel fundamental, puesto que constituye 
una estrategia del neoliberalismo para procesos de des ciudadanización y pérdida de derechos. Es 
decir, son las personas quienes, a partir de su posición en la estructura productiva, deben 


responsabilizarse de alcanzar el sueño de una vivienda propia. 


De esta manera se ven minimizadas las obligaciones estatales, puesto que en pos de 
garantizar el derecho a una vivienda digna define políticas selectivas y focalizadas ligadas sobre 
todo a mantener el orden social vigente, lo que genera muchas veces mecanismos más o menos 
democráticos para este sostenimiento. Se trata de políticas escasas que en los últimos años 
respondieron a relocalizaciones de personas/ familias en pos de intereses desarrollistas dirigidos a 
las tierras que se encontraban poseyendo. Además, se ponen en marcha planes de viviendas que se 
dirigen a un solo sector de la sociedad, el cual se corresponde con los sectores cuyo “ingreso 
monetario ligado a la fuerza de trabajo no existe o resulta insuficiente para el mantenimiento y 
reproducción de la unidad, con lo cual ésta pierde su autonomía y autosuficiencia” (Jellin, 1986, p. 
24). 

Por lo tanto, quienes quedan por fuera de dichas políticas para adquirir un terreno o una 
vivienda deben acudir al mercado, el cual como parte constitutiva de un sistema macro estructural 
que trae aparejado la desigualdad social, lleva a que la oferta dependa de las condiciones 


económicas de cada cliente. De esta manera es que los territorios ubicados en las 
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zonas embellecidas de la ciudad, tal como es el centro, son habitados por aquel sector que mayor 


capital económico tiene. La periferia, por lo tanto, queda relegada a aquel sector de menor nivel 
adquisitivo. De esta manera es que el posicionamiento de las familias en la estructura productiva 


define los suelos que estas habitan. 


Quienes se localizan en el territorio de Eco Tierra son familias obreras que siguiendo los aportes 
de Jellin (1986) son aquellas cuya principal fuente de ingreso proviene de la venta de la fuerza de 
trabajo de algunes de sus miembres. Se trata de familias que no encajan en las políticas 
habitacionales previstas por el Estado, y que en pos de hacer realidad el sueño de una vivienda 
propia donde desarrollar su vida cotidiana, debieron acudir al mercado. Y allí se vieron atraídas 


por la propuesta que la empresa Eco Tierra S.A. les ofreció. 


La empresa dirige su oferta a “(...) un sector social, carente de ofertas, tanto económicas, 
como en calidad de construcción, combinando un costo accesible, lo cual permite la adquisición 
de la vivienda propia sin dejar de lado el bienestar de la familia” (Eco Tierra S.A., s.f.). De esta 
manera es que las familias vieron en esta empresa una oportunidad, ya que si bien se trata de un 
sector que se encuentra inserto en el mercado laboral, en general se trata de trabajos con altos 
niveles de flexibilización. Esto se ve reflejado en el relevamiento socio sanitario, donde del total 
de 26 personas que se encuentran insertas en el mercado laboral, sólo tres estarían registrados 
formalmente, mientras que la mayoría, es decir el 88,46%, están en condiciones de registro 
informal. 

Lo anterior trae aparejado que tanto les trabajadores como su familia no puedan acceder a 
derechos laborales, como así tampoco a préstamos que les permita comprar sus viviendas. Dicha 
situación se relaciona directamente con otra característica de la comunidad, el nivel máximo de 
escolaridad alcanzada por les jefes de hogar. El hecho de que el 66,6% de les sujetes posean el 
secundario incompleto, repercute directamente en su inserción en el aparato productivo. Puesto 
que no tener los estudios de nivel secundario completos, termina constituyéndose en una de las 
principales barreras para el acceso a trabajos registrados formalmente que les posibilita a las 
personas mejores condiciones de vida. Lo cierto fue que las tierras que ofreció la empresa eran de 
bajo valor nominal producto de al menos dos factores fundamentales. Por un lado, se trata de 
tierras que fueron denunciadas y posteriormente inhabilitadas para el uso de suelo urbano, por 
haberse encontrado partículas de agroquímicos que alteran altamente la salud de las personas. El 


segundo factor tiene que ver con 
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que se trata de tierras que se encuentran con orden de remate, ya que la empresa no realizó el pago 


de las cuotas pactadas, lo cual se tradujo en una deuda millonaria, de la cual ni Eco Tierra S.A., ni 
el Estado municipal se hacen responsables. 

Lo anterior se refleja en un sentimiento de malestar que impacta de diferentes maneras en 
cada subjetividad de quienes habitan el territorio, ya que al encontrarse en riesgo la posesión de 
sus terrenos y viviendas se constituye en una problemática que debe ser abordada a partir de 


medidas de carácter organizativo. A raíz de ello, les vecines llevaron adelante acciones colectivas. 


Entonces, si bien dicha problemática habitacional se configura en el marco de una necesidad 
compartida por las familias, entendemos, esconden detrás un carácter individual. 

A raíz de lo anterior es que a fines del año 2018 surgió en Eco Tierra una asociación civil, 
la cual una vez reconocida por el Estado alcanzaría la categoría de Persona Jurídica. Esto es de 
sumo interés puesto que “la personería jurídica es el reconocimiento que el Estado le brinda a estas 
entidades civiles sin fines de lucro que tienen como finalidad el bien común, que el Estado admite 
como propios abrazando sus objetivos.” (Dirección de Inspecciones de Personas Jurídicas, Guía 
De Nociones Básicas Para Asociaciones Civiles, s.f, p.1). Esto permitiría una mayor visibilización 
en la esfera pública y por lo tanto, presionaría a les responsables para dar respuestas de manera 
inmediata. 

Para explicar lo anterior, se toman los análisis propuestos por Parsons (1937) quien explica 
que el surgimiento de los movimientos sociales está estrechamente relacionado a las tensiones que 
el mismo desarrollo desigual de la sociedad genera, pero que impactan a nivel individual. En este 
sentido plantea que por lo tanto las acciones colectivas derivan siempre de: 

Una situación de desequilibrio y de escasa funcionalidad en los procesos de integración del 
sistema social. Desde una perspectiva macro sociológica, los grandes cambios y 
transformaciones sociales producto de la modernización y la racionalización ocurren a espaldas 


de los individuos, pero los afectan diferencialmente obligándolos a tomar posición. (p.4-5) 


De esta manera, al prevalecer en los objetivos de la lucha colectiva el conflicto relacionado 
a los terrenos y viviendas, es que la cuestión socio-ambiental no se encuentra problematizada hasta 


el día de hoy, y por lo tanto no se constituye como objeto de lucha por parte de les vecines. 
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